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Santiago, cuatro de agosto de dos mil veinte.

Vistos:

Primero :  Que   en estos  autos  rol  n  2758-2019   compareceº  

don  Antonio    Rivas  Vergara,  abogado, quien  deduce  reclamaci n  enó  

contra de la  resoluci n  administrativa   conforme al  art culo  362   enó í  

relaci n  al  art culo 402  del  C digo  del  Trabajo,  por  el  Sindicatoó í ó  

Interempresa   Nacional   de   Trabajadores   de   la   Compa a   deñí  

Consumidores  de  Gas  de  Santiago  y  empresas  filiales  y  afines, en 

contra   de   las   reclamadas:  Ministros   de   Econom a   Fomento   yí  

Turismo, del  Trabajo  y  Previsi n  Social  y  de  Defensa  Nacional.ó

El  Sindicato  antes  mencionado  interpone  reclamo  conforme  al 

art culo  402 del  C digo  del   Trabajo,  en  contra  de  la  Resoluci ní ó ó  

n 172 Exenta   publicada  en  el  Diario  Oficial  con  fecha  29  de  agostoº  

de  2019,  la  cual  incluye   a  Empresas   Gasco  S. A   y  Metrogas  

S.A.  dentro  de  las  cuales  cuyos  trabajadores   no  podr n  ejercer   elá  

derecho  a  huelga  durante el  bienio   2019-2021. 

Como cuestiones preliminares plantea que los reclamantes han hecho 

uso de su derecho para realizar objeciones a las presentaciones de Gasco 

S.A. y Metrogas S.A., objeciones que de acuerdo al texto de la resoluci nó  

reclamada  no  han  jugado  rol  alguno  en  la  decisi n  del  ejecutivo,ó  

constituyendo una infracci n a la normativa que detallar . ó á

Se  refiere  al  plazo  para  interponer  el  reclamo  y  a  la  naturaleza 

jur dica  de  la  reclamaci n,  destacando  que  la  resoluci n  triministerialí ó ó  

impugnada es  un acto administrativo regido por  la  ley  19.880 y dem sá  

normas que organizan la Administraci n  del  Estado y las  formas de losó  

decretos que emite. Establecido este hecho, indica que el inciso final del 

art culo 362 se ala: í ñ La resoluci n [que acoge a una empresa a la categor a“ ó í  

de servicios esenciales] deber  publicarse en el Diario Oficial y podr  será á  

reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidos  

en el art culo 402.í ”

Transcribe el referido art culo 402 del C digo del Trabajo y recuerdaí ó  

que la denominaci n del arbitrio en cuesti n es Reclamaci n, no Recurso,ó ó ó  

lo  cual  tiene  un  alcance  para  el  r gimen  de  remedios  procesales  queé  
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proceden frente a una sentencia desfavorable, reproduciendo el art culo 474í  

del  mismo C digo, aludiendo tambi n al  t tulo  ó é í De Los Procedimientos“  

Judiciales en la Negociaci n Colectiva.ó ”

Luego de referirse a la historia de la Ley N 20.940 dice que mediante°  

oficio de la Corte Suprema a la C mara Revisora, de 21 de diciembre deá  

2015 bajo el n mero 146-2015, se someti  a consulta por dicha Corte lasú ó  

normas  contenidas  en los  art culos  360 ter  (actual  362),  403 y 404 delí  

numeral 36 del art culo 1 del proyecto, a ade que frente a lo anterior quedaí ñ  

manifestado que la propia postura de la Corte Suprema en el tratamiento 

de  la  acci n  de  reclamaci n  dispuesta   en  el  art culo  402  ha  sidoó ó í  

homologarla  al  Reclamo  de  Ilegalidad  Municipal,  respecto  de  cuya 

sentencia la doctrina y la jurisprudencia han se alado que no proceden losñ  

Recursos de Apelaci n ni de  Casaci n en la Forma, pero s  el Recurso deó ó í  

Casaci n en el Fondo cuando la sentencia que  resuelve dicha reclamaci nó ó  

contenga una interpretaci n con infracci n de ley y dicha infracci n hayaó ó ó  

influido sustancialmente en lo dispositivo de dicha sentencia.

El  legislador  ha  separado  el  r gimen  ordinario  de  recursos  en  elé  

C digo del Trabajo de la reclamaci n del art culo 402. Una consecuenciaó ó í  

de lo se alado es que el recurso que procede frente a una sentencia queñ  

resuelva la reclamaci n que se haya interpuesto, es el de casaci n en eló ó  

fondo.

En  cuanto  a  lo  adjetivo  de  esta  reclamaci n  a ade,  que  dandoó ñ  

cumplimiento al literal (a) del art culo 402 en cuanto requiere se alamientoí ñ  

de  la o las normas legales que se suponen infringidas, (b) la forma como se 

ha producido la infracci n y,  (c)  cuando procediere,  las  razones por  lasó  

cuales el acto perjudica al reclamante, pasa a detallar las normas legales 

infringidas por la resoluci n N 172 (sic) Exenta de 29 de agosto de 2019.ó °

Segundo:  Que,  en  cuanto  a  las  normas  legales  infringidas  el 

reclamante  menciona  los  art culos  11  inciso  2o  y  41 de  la  ley  19.880,í  

art culo 4o inciso 2  de la Resoluci n N 41 Exenta de 1 de abril de 2017.í ° ó °  

Falta de fundamentaci n de la resoluci n. ó ó

Como primera norma cuya infracci n denuncia, figura el art culo 11ó í  

inciso 2  de la Ley N 19.880, que establece bases para los procedimientos° °  
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administrativos y se ala respecto del acto administrativo que ñ Los hechos y“  

fundamentos de derecho deber n siempre expresarse en aquellos actos queá  

afectaren los derechos de los particulares.” Es la tesis de quien reclama que 

la resoluci n reclamada no incluye hechos de los cuales se desprenda que eló  

derecho a huelga pueda ser limitado al extremo que lo hace la resoluci n enó  

cuesti n. M s all  de que a las objeciones presentadas por los sindicatosó á á  

individualizados se les atribuy  un valor cercano a cero en la Resoluci nó ó  

Triministerial,  cuestionando de paso  el  dise o  legal  del  art culo  362 delñ í  

C digo  del  Trabajo  y  el  cumplimiento  de  la  Rep blica  de  Chile  a  losó ú  

Tratados  Internacionales  sobre  la  materia  toda  vez  que  la  voz  de  los 

trabajadores es atendida como una mera formalidad sin que tenga un peso 

significativo, de la lectura de los considerandos pertinentes de la antedicha 

resoluci n  no  existe  hecho  alguno  que  sustente  la  imposici n  de  unaó ó  

limitaci n tan radical a los trabajadores  de estas empresas. ó

A ade  que  no  se  aprecian  en  la  resoluci n  hechos  concretos  yñ ó  

observables que permitan discernir, m s all  de lo que se puede presumir,á á  

que la extrema limitaci n del derecho a huelga que existe en contra de losó  

reclamantes  es  justificada,  desde  que  la  resoluci n  Triministerial  deló  

ejecutivo no realiza una relaci n entre su fundamentaci n legal y los hechosó ó  

que deber an haber sido detallados por la Administraci n para establecerí ó  

c mo tal norma encuadra dentro de los presupuestos que la ley exige paraó  

que se califique a las empresas en cuesti n como acogidas al art culo 362ó í  

del C digo Laboral.ó

Este concepto se ve reforzado por el inciso 2  del art culo 40 de la° í  

Resoluci n N 41 exenta, de abril de 2017, la cual se ala: La resoluci n finaló ° ñ ó  

deber  ser  siempre  fundada  y  suscrita  por  los  Ministros  de  Econom a,á í  

Fomento y Turismo, Trabajo y Previsi n Social y Defensa.ó

La  resoluci n  N 172  (SIC)  exenta  del  Ministerio  de  Econom a,ó ° í  

Fomento y Turismo del a o 2019 se ala en su considerando 16 : ñ ñ °

Que,  para  fundar  la  resoluci n  de  t rmino  del  presente“ ó é  

procedimiento, atendido el n mero de solicitudes presentadas y analizadas,ú  

se ha estimado adecuado separarlas por rubros o reas en las que ejercená  
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actividad  las  requirentes,  sin  perjuicio  del  an lisis  particular  que  se  haá  

efectuado respecto de cada una de ellas.  ”

Este considerando explica que el ejecutivo ha tomado una decisi nó  

consciente:  Ha  preferido  resumir  y  compactar  todas  las  solicitudes  en 

categor as, debido al gran n mero de solicitudes (91) presentadas, en un soloí ú  

considerando. Transcribe el considerando 17  de la resoluci n exenta: ° ó

Que,  un  primer  rubro  agrupar  a  las  empresas  o  corporaciones“ á  

requirentes  relacionadas  con  la  prestaci n  de  servicios  en  los  mbitosó á  

sanitario, el ctrico, gas y combustibles. Todas estas entidades se alaron queé ñ  

prestan  servicios  de  utilidad  p blica  que  revisten  car cter  estrat gico  oú á é  

esencial, por lo que su suspensi n o paralizaci n afecta o pone en riesgo laó ó  

vida y la salud de la poblaci n en el entendido, adem s, que constituyen unó á  

servicio de car cter monop lico por aplicaci n de lo dispuesto en las leyes yá ó ó  

en los respectivos contratos de concesi n de servicio que lo regulan. En eló  

mismo sentido, aducen que una eventual paralizaci n o suspensi n de losó ó  

servicios sanitarios, el ctricos o de gas y combustible pone en riesgo a laé  

econom a  del  pa s,  al  abastecimiento  y/o  salud  de  la  poblaci n  o  laí í ó  

seguridad nacional, seg n sea el caso.ú ”

Destaca que este considerando no establece hechos, sino que redunda 

en  el  cumplimiento  de  las  formalidades  legales  que  cada  una  de  las 

empresas alega haber cumplido para ser acogidas al art culo 362 del C digoí ó  

del Trabajo.  

Esta opini n  es  expresada en detalle  a trav s  del  voto minoritarioó é  

emitido por la Fiscal Judicial M. Loreto Guti rrez en 2018, en causa rolé  

N 1690-2017 de la Corte de Apelaciones de Santiago, cuando se aparta de°  

la opini n de la mayor a de la Corte de Apelaciones, que reproduce.ó í

Respecto  del  art culo  41  de  la  ley  19.880  sobre  procedimientosí  

administrativos  que  rigen  los  rganos  de  la  Administraci n  del  Estado,ó ó  

destaca que manifiesta que la resoluci n debe ser fundada, pronunci ndoseó á  

sobre las alegaciones de cada interesado. Se ala el citado art culo:ñ í

Contenido de la  resoluci n final.  La resoluci n que ponga fin al“ ó ó  

procedimiento decidir  las cuestiones planteadas por los interesados. á
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Cuando  en  la  elaboraci n  de  la  resoluci n  final  se  adviertan“ ó ó  

cuestiones conexas, ellas ser n puestas en conocimiento de los interesados,á  

quienes  dispondr n  de  un  plazo  de  quince  d as  para  formular  lasá í  

alegaciones  que  estimen  pertinentes  y  aportar,  en  su  caso,  medios  de  

prueba.

Transcurrido ese plazo el rgano competente decidir  sobre ellas en“ ó á  

la resoluci n final. ó

En  los  procedimientos  tramitados  a  solicitud  del  interesado,  la“  

resoluci n deber  ajustarse a las peticiones formuladas por ste, sin que enó á é  

ning n caso pueda agravar su situaci n inicial y sin perjuicio de la potestadú ó  

de la Administraci n de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si fuereó  

procedente.

Las  resoluciones  contendr n  la  decisi n,  que  ser  fundada.“ á ó á  

Expresar n, adem s, los recursos que contra la misma procedan, rganoá á ó  

administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para  

interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier  

otro que estimen oportuno.

En ning n caso podr  la Administraci n abstenerse de resolver so“ ú á ó  

pretexto  de  silencio,  oscuridad  o  insuficiencia  de  los  preceptos  legales  

aplicables al caso, aunque podr  resolver la inadmisibilidad de las solicitudesá  

de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento jur dico oí  

manifiestamente carente de fundamento. 

La aceptaci n de informes o dict menes servir  de motivaci n a la“ ó á á ó  

resoluci n cuando se incorporen  al texto de la misma.ó ”

En  virtud  de  este  art culo  resulta  insuficiente  y  por  lo  dem sí á  

irrelevante, que el ejecutivo se ale respecto de las objeciones presentadasñ  

por los trabajadores a las solicitudes de Empresas Gasco S.A. y Metrogas 

S.A., que se las ha tenido a la vista o que se enumere las instituciones a las  

cuales se les ha pedido informe t cnico, si tales informes o las objecionesé  

presentadas por los trabajadores -y ni siquiera las solicitudes de las empresas 

en cuesti n- no se traducen en el acto administrativo en una argumentaci nó ó  

fundada por parte de la Administraci n. La norma establece que la decisi nó ó  

administrativa que decida las cuestiones planteadas por los interesados se 
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referir  a ellas.  En la especie esto no ocurre pues las  objeciones de losá  

trabajadores, no solo de los que han interpuesto esta reclamaci n, no hanó  

sido consideradas ni en sentido positivo ni negativo por el ejecutivo.

En cuanto al  art culo  45 del  DFL 323 de 1931,  denuncia  erradaí  

interpretaci n de la obligaci n de un concesionario. ó ó

Agrega  que  los  interesados  que  solicitan  se  han  acogido  a  la 

normativa incluida en el DFL 323 de 1931, la cual regula el servicio p blicoú  

de gas. De acuerdo a esto, se ala Metrogas S.A., en su presentaci n, losñ ó  

criterios alrededor de un servicio p blico:ú

Generalidad.

Uniformidad.

Continuidad.

Permanencia.

El art culo 23 del  estatuto que regula la provisi n de este servicioí ó  

se ala  que:  ñ Las  empresas  concesionarias  estar n  obligadas  a  prestar  el“ á  

servicio de gas para luz, fuerza, calefacci n o cualesquiera otros fines, aó  

quien lo solicite dentro de las zonas de servicio de su concesi n, siempreó  

que se trate de consumos compatibles con la capacidad y seguridad de sus  

instalaciones.”

El inciso 1  art culo 45 del DFL 323 prev : ° í é

Todo evento  o  falla  originada  en  las  instalaciones  de  la  red  de“  

distribuci n de gas, que provoque la interrupci n o suspensi n del servicio,ó ó ó  

de  gas  a  consumidores,  no  autorizada  en  conformidad  a  la  ley  o  

reglamentos,  y que se encuentre  fuera de los  est ndares  de seguridad yá  

calidad  de servicio  de gas  vigentes,  y  que no sea consecuencia de caso  

fortuito o fuerza mayor, dar  lugar a una compensaci n a los clientes oá ó  

fuerza mayor, dar  lugar a una compensaci n a los clientes o consumidoresá ó  

afectados, de cargo de la respectiva empresa distribuidora, en conformidad  

a lo dispuesto en el presente art culo.í ”

El concepto de servicio p blico que utiliza el DFL 323 se entiendeú  

como una obligaci n para el concesionario. Es ste quien tiene la carga deó é  

mantener  la  provisi n  del  servicio.  No  es  equitativo  que  sean  losó  

trabajadores  quienes deban soportar el  costo de esta obligaci n.  Son losó  
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trabajadores la parte d bil en una relaci n laboral, por lo que la legislaci né ó ó  

busca equiparar la posici n entre empleador y trabajador. Tal fue el motivoó  

de la ley 20.940. Es contradictorio que los trabajadores  vean perdida la 

capacidad  de  ejercer  sus  derechos,  debido  a  un  hecho  que  no  les  es 

imputable. No tener un derecho y no poder ejercerlo es la misma cosa.

Si se considera que toda empresa tiene como meta la maximizaci nó  

del  beneficio,  es  claro  que  las  concesionarias  tienen  un  inter s  que  esé  

dispersar el  riesgo de p rdidas.  Lo ha hecho en la especie solicitando yé  

obteniendo la  declaraci n  del  art culo  362 del  C digo  Del  Trabajo.  Laó í ó  

pregunta que cabe es por qu  motivo deben los trabajadores soportar el¿ é  

costo de la dispersi n de este riesgo?.ó

Agrega  que  con  ocasi n  de  la  dictaci n  de  la  ley  N 20.099  y  eló ó °  

art culo 29 bis  introducido en la Ley de Servicio de Gas,  los  clientes oí  

consumidores con servicios de gas residencial tienen derecho a cambiar de 

empresa distribuidora de gas de conformidad a las normas establecidas en la 

misma,  y  el  art culo  29  ter  establece  las  bases  del  procedimiento  paraí  

llevarlo a efecto. Por su parte la Resoluci n Exenta N 321 de 23 de junioó °  

de  2017  de  la  Comisi n  Nacional  de  Energ a,  fij  las  normas  para  eló í ó  

procedimiento  de  cambio  de  empresas  distribuidoras  de  gas,  al  que  se 

refieren los art culos 29 bis y siguientes del DFL N 323 que establece la Leyí °  

de Servicios de Gas. Todo ello se ha denominado como PORTABILIDAD 

del Servicio de Gas. Este antecedente constituye un elemento a considerar 

frente al escenario actual del mercado del gas, pues existen competidores de 

METROGAS S.A como la empresa LIPIGAS, que proveen estos servicios, 

que no ha solicitado ser calificada como empresa que proh ba el derecho aí  

huelga de sus trabajadores por alguna de las circunstancias descritas en el 

art culo 362 del C digo del Trabajo.í ó

La Resoluci n Exenta N 321 que favorece esta portabilidad de losó °  

clientes y el Decreto Supremo N 67 de 2012 que establece el Reglamento°  

de Seguridad de Plantas  de Gas  Natural  Licuado hacen referencia  a  la 

interrumpibilidad del suministro de los clientes industriales. Por ley, estos 

deben tener un sistema de respaldo ante la falta de suministro.
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Por otra parte la distribuci n no se encuentra en riesgo porque noó  

depende de Metrogas S.A. sino de un proveedor externo. La empresa se 

encarga de distribuir, pero no de fabricar o elaborar, por lo que en los casos 

de fallas del suministro por una raz n externa, las redes en s  contienenó í  

suministro para al menos 5 d as de uso residencial y comercial.í

En relaci n al art culo 19, numeral 2o, de la Constituci n Pol tica deó í ó í  

la Rep blica, denuncia falta de igualdad ante la ley.ú

Explica  que  de  acuerdo  a  lo  expresado  por  el  sindicato 

individualizado en sus  objeciones a las  presentaciones de Metrogas  S.A., 

dicha empresa efect a su operaci n recurriendo a empresas externas para laú ó  

prestaci n de su servicio.ó

Si la calificaci n de las empresas que limitan el derecho a huelga aó  

sus sindicatos estriba en que se re nen ciertos requisitos o condiciones que,ú  

como se ala  el  art culo  362  inciso  1  del  C digo  del  Trabajo,  prestenñ í ° ó  

servicios  en  corporaciones  o  empresas,  cualquiera  sea  su  naturaleza, 

finalidad o funci n, que atiendan: ó

- servicios de utilidad p blica, oú

- cuya paralizaci n cause grave da o a la salud, a la econom a del pa s, aló ñ í í  

abastecimiento de la poblaci n o a la seguridad nacional.ó

Por  qu  el  legislador  dej  el  impulso  de  tal  determinaci n  a  las¿ é ó ó  

empresas interesadas? Esta decisi n crea un incentivo hacia la empresa enó  

cuesti n  quien,  ante  la  decisi n  de dirigirse  a la  administraci n  para laó ó ó  

calificaci n de servicio esencial conociendo antecedentes que lo benefician oó  

de  negociar  con  los  trabajadores  la  calificaci n  de  servicios  m nimos,ó í  

preferir  ir ante la Administraci n para obtener tal calificaci n, tal como loá ó ó  

hizo Metrogas S.A. No existe mala fe en esta decisi n, s lo el inter s deó ó é  

toda empresa de maximizar beneficios. Sabiendo esto, si la Rep blica deú  

Chile est  comprometida con el bienestar de cada uno de sus ciudadanos, yá  

por ende los trabajadores, hubiese creado un sistema capaz de armonizar la 

necesidad de estos servicios de utilidad p blica con el derecho a huelga queú  

deben tener los trabajadores. El dise o defectuoso de la normativa laboralñ  

expone a los trabajadores de estas empresas a perder su derecho a huelga, 

por lo tanto no se hallan en igualdad frente a otros trabajadores. Con todo 
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hay  un  factor  adicional  de  desigualdad  puesto  que,  debido  a  la 

externalizaci n de servicios y a lo se alado con anterioridad, esto es, que eló ñ  

impulso de la declaraci n esencial de un servicio proviene originalmente deó  

la empresa interesada no de un an lisis acabado de la Administraci n paraá ó  

determinar si se cumplen las condiciones para la declaraci n del art culoó í  

362 del C digo del Trabajo, queda al criterio de la empresa solicitar taló  

declaraci n.ó

Aduce  que los  trabajadores  que  prestan  servicio  en  modalidad  de 

subcontrataci n  a  Metrogas  S.A.  cuentan  con  todo  el  abanico  deó  

prerrogativas  relativas  a  sus  derechos  sindicales,  mientras  que  los 

trabajadores que mantienen una relaci n laboral directa con estas empresasó  

ven c mo el ejercicio de su derecho a huelga se ve coartado. La diferenciaó  

no estriba en si se provee un servicio de utilidad p blica, sino que con quienú  

se ha contratado bajo un v nculo de subordinaci n y dependencia. Por loí ó  

anterior existe una situaci n contraria a la igualdad ante la ley para losó  

trabajadores que son miembros de los sindicatos ya individualizados, y en 

general de todos los trabajadores que prestan servicios para las empresas en 

cuesti n,  a  los  cuales  se  les  veda su  derecho  constitucional  a  la  huelgaó  

efectiva,  prescindiendo  de  las  reales  condiciones  que  imperan  en  la 

actualidad en la provisi n del servicio de gas, y como contrapartida se lesó  

constri e el ejercicio de su libertad sindical al restringir su capacidad deñ  

negociaci n  en  forma  arbitraria.  Por  consiguiente,  dice,  se  llega  a  laó  

situaci n  de  que aun cuando el  legislador  ha establecido  mecanismos  oó  

figuras  para atemperar el  efecto de una huelga,  en el  caso concreto del 

sindicato  que  reclama  de  la  resoluci n  triministerial,  se  establece  unaó  

justificaci n aparente para asegurar la preeminencia de los intereses de lasó  

empresas por sobre el derecho de los trabajadores sindicalizados.

Destaca que las  consideraciones de los  p rrafos  anteriores  sobre elá  

outsourcing   fueron  expuestas  en  las  objeciones  a  la  presentaci n  de“ ” ó  

Empresas Gasco S.A. y Empresas Metrogas S.A. al ejecutivo, quien no se 

refiri  de manera directa a alguna de estas.ó

En el considerando 9  de su resoluci n, el ejecutivo hace menci n a° ó ó  

los dict menes de Contralor a General de la Rep blica N 53.479 de 2008 yá í ú °  
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96.837  de  2015.  Su  parte  los  tiene  presente.  Sin  embargo  precisa  que 

respecto  del  primer  Dictamen,  trata  sobre  la  situaci n  de  empresas  deló  

rubro  sanitario,  espec ficamente  con  la  provisi n  de  agua,  servicio  queí ó  

difiere en varios aspectos del servicio p blico de gas, pues no hay bienes queú  

reemplacen  al  agua.  No  sucede  lo  mismo con  la  provisi n  del  servicioó  

p blico de gas, en que existen varios bienes alternativos al gas para efectosú  

de  calefacci n.  Agrega  que  la  externalizaci n  de  servicios  hace  que  laó ó  

gravedad  de  una  paralizaci n  sea  menor,  ya  que  dentro  de  la  cadenaó  

productiva se mantienen elementos activos, sin perjuicio de la huelga, por lo 

que el da o causado por sta es significativamente menor.ñ é

Insiste con la idea de que la distribuci n no se encuentra en riesgo,ó  

porque no depende de Metrogas S.A., sino que de un proveedor externo. 

En el caso de los clientes industriales, ante una paralizaci n de Metrogas,ó  

estos ya cuentan con un respaldo en su sistema ante la falta de suministro. 

La empresa se encarga de distribuir, pero no de fabricar o elaborar, por lo 

que en los casos de fallas del suministro por una raz n externa, las redes enó  

s  contienen suministro para al menos 5 d as de uso residencial y comercial.í í

Se ala que la externalizaci n de faenas y diversos requerimientos parañ ó  

la operaci n de la concesi n lleva a la situaci n determinada, de que eló ó ó  

personal  de  Metrogas  S.A.  solo  cumple  una  labor  de  supervisi n  yó  

fiscalizaci n  del  personal  externo dedicado a  esas  labores,  como son lasó  

labores de emergencias, mantenciones, reparaciones, etc.

En una dimensi n cotidiana del problema, se da el caso de que dos oó  

m s trabajadores que cumplen la misma labor de ir a terreno a realizará  

alguna reparaci n o funci n determinada, comparten funciones, pero unosó ó  

contratados  por  Metrogas  S.A.  (que  ejercer n  normalmente  labores  deá  

supervisi n  o  control)  no  tendr n  derecho  a  huelga  en  virtud  de  laó á  

Resoluci n  reclamada,  mientras  que  los  trabajadores  sindicalizados  enó  

empresas externas realizan similar labor y tendr n inc lumes sus derechos aá ó  

negociar colectivamente y ejercer el derecho a huelga conforme a la ley, a 

pesar de que en la pr ctica desarrollan funciones o labores que podr an será í  

calificadas como de utilidad p blica o cuya paralizaci n provoque los riesgosú ó  

o consecuencias que trata de evitar el art culo 362 del C digo del Trabajo.í ó
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Tocante al art culo 19, numeral 16 inciso final, de la Constituci ní ó  

Pol tica,  indica  que  la  Resoluci n  Exenta  N 174  (sic)  de  2019,  de  losí ó °  

Ministerios  de  Econom a,  Defensa  y  Trabajo,  impide  el  ejercicio  delí  

derecho a huelga a los trabajadores agraviados al declarar como esenciales 

los  servicios  prestados  por  METROGAS  S.A.  esto  en  funci n  de  laó  

aplicaci n del art culo 362 del C digo del Trabajo, el cual es una limitaci nó í ó ó  

absoluta al derecho a huelga.

Precisa que el inciso final del numeral 16 del art culo 19 precisa:í

Tampoco podr n hacerlo [declararse en huelga] las personas que“ á  

trabajen en corporaciones o empresas,  cualquiera que sea su naturaleza,  

finalidad  o  funci n,  que  atiendan  servicios  de  utilidad  p blica  o  cuyaó ú  

paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  la  econom a  del  pa s,  aló ñ í í  

abastecimiento de la poblaci n o a la seguridad nacional. La ley estableceró á  

los  procedimientos  para  determinar  las  corporaciones  o  empresas  cuyos  

trabajadores estar n sometidos a la prohibici n que establece este inciso.á ó ”

El enunciado del precepto constitucional es compuesto, demanda que 

se  d  satisfacci n  a  ambos  requisitos,  por  lo  que  para  que  proceda  esé ó  

necesario que (i) Se trate de Corporaciones o Empresas, indistinto de su 

funci n o finalidad y (ii) Su paralizaci n cause grave da o a la salud a laó ó ñ  

econom a  del  pa s,  al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridadí í ó  

nacional.

En su primera revisi n, queda la impresi n que en aquellas empresasó ó  

que prestan servicios de utilidad p blica sus trabajadores est n impedidos deú á  

hacer  efectivo  su  derecho  a  huelga.  Pero  el  Constituyente  exige  m s,á  

demanda que la paralizaci n cause grave da o a la salud, a la econom a“ ó ñ í  

del pa s, al abastecimiento de la poblaci n o a la seguridad nacional.í ó ”

La pregunta relevante es si las labores realizadas por los trabajadores 

agraviados revisten las caracter sticas de gravedad tal como para afectar laí  

seguridad  nacional,  da ar  la  econom a  o  la  salud  de  la  poblaci n  oñ í ó  

comprometer el abastecimiento del servicio a la poblaci n. Como se alar ,ó ñ á  

en  virtud  de  las  labores  de  los  trabajadores  agraviados,  funciones 

administrativas,  no  se  cumplir a  con  este  extremo  del  mandatoí  

constitucional. Por lo tanto, la aplicaci n de alguna limitaci n al derecho aó ó  

X
D

X
V

Q
Q

X
X

X
S



12

huelga de los  trabajadores  agraviados  excede el  sentido y alcance  de la 

norma.

Sostiene que, de ser procedente alguna limitaci n al derecho a huelgaó  

de  sus  representados,  la  instituci n  pertinente  al  caso  deber a  ser  la  deó í  

Servicios  M nimos,  debido  a  la  naturaleza  de  los  servicios  que  prestaní  

dentro de la empresa cuya paralizaci n cause grave da o a la salud, a laó ñ  

econom a  del  pa s,  al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridadí í ó  

nacional.

Respecto del art culo 19 numeral 26, afectaci n a la esencialidad delí ó  

derecho  de  huelga,  expresa  que  no  existen  hechos  en  la  resoluci nó  

triministerial que den cuenta de la necesidad de, bajo una l gica utilitarista,ó  

privar a los trabajadores  de estas  empresas  al  ejercicio de su derecho a 

huelga. Sin perjuicio de lo anterior existe una cuesti n de dise o relacionadaó ñ  

con el  art culo 362 del  C digo del  Trabajo,  el  cual incluye el sintagmaí ó  

servicio  de  utilidad  p blica,  de  manera  que impone  una  condici n  queú ó  

afecta  el  sentido  estricto  y  restrictivo  que  tiene  la  figura  de  servicios 

esenciales a partir de la inclusi n del antedicho sintagma. Es la tesis de suó  

parte que tal expresi n desdibuja el sentido y alcance de lo que se entiendeó  

por servicios esenciales, toda vez que no existe una definici n legal de loó  

que es un servicio de utilidad p blica, dejando tal calificaci n a la discreci nú ó ó  

del ejecutivo y, por ende, la determinaci n de servicios esenciales en nuestraó  

legislaci n.ó

La Constituci n es clara en el art culo 19 numeral 26:ó í

La seguridad de que los preceptos legales  que por mandato de la 

Constituci n regulen o complementen las garant as que sta establece o queó í é  

las  limiten  en  los  casos  en  que  ella  lo  autoriza,  no  podr n  afectar  losá  

derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que 

impidan su libre ejercicio.

El se or Nolberto D az, representante de la CUT en la discusi n deñ í ó  

la  ley  20.490,  sostuvo  que  el  establecimiento  de  limitaciones  mediante 

figuras tales como los servicios esenciales o m nimos, o afectando su ejercicioí  

en empresas estrat gicas -las que podr n ser declaradas por la autoridadé á  

administrativa, afectando la eficacia pr ctica de un derecho fundamental-á  
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impedir , en la pr ctica, la implementaci n de tal prerrogativa. Tanto, laá á ó  

instituci n de servicios m nimos y servicios esenciales es reconocida por laó í  

OIT. Sin embargo la manera c mo ha sido dise ada por el legislador laó ñ  

figura de servicios esenciales en nuestra legislaci n hace inviable el ejercicioó  

de este derecho en los casos de servicios de utilidad p blica, que es unaú  

cuesti n de hecho, hechos que no han sido abordados por el ejecutivo.ó

Agrega que se ala el art culo 362 inciso 2  que:  ñ í ° La calificaci n de“ ó  

encontrarse  la  empresa  en  alguna  de  las  situaciones  se aladas  en  esteñ  

art culo  ser  efectuada  cada  dos  a os,  dentro  del  mes  de  julio,  porí á ñ  

resoluci n conjunta de los Ministros del Trabajo y Previsi n Social, Defensaó ó  

Nacional  y  Econom a,  Fomento  y  Turismo,  previa  solicitud  fundada  deí  

parte, la que deber  presentarse hasta el 31 de mayo del a o respectivo.á ñ ”

Aduce que el  ejecutivo no se  pronunciar  sobre la  calidad  de losá  

servicios prestados por la empresa solicitante de oficio, sino que a petici nó  

de parte. En este proceso, el nico momento en que los trabajadores sonú  

considerados,  es  a  trav s  de  las  objeciones  que  pueden  realizar  a  laé  

presentaci n  realizada  por  la  empresa.  As ,  la  instituci n  de  serviciosó í ó  

esenciales,  planteada  de  la  forma  que  lo  hace  la  legislaci n  nacional,ó  

desdibuja el sentido que tiene sta, al valerse en el art culo 362 del C digoé í ó  

del Trabajo de la expresi n de servicios de utilidad p blica, puesto que enó ú  

virtud  de  este  criterio,  en  un  vac o,  cualquier  servicio  ofrecido  a  laí  

poblaci n es por definici n de utilidad p blica. Reflexiona en el sentido deó ó ú  

que un programa de televisi n acompa a a miles de ciudadanos cada d aó ñ í  

abarcando distintos t picos, recetas de cocina, cr menes sangrientos, chismesó í  

de far ndula y un ocasional servicio de utilidad p blica, en la forma de uná ú  

informe de tr fico. Visto de esta manera, esta transmisi n ofrece un servicioá ó  

de utilidad p blica, por banal que sea su contenido. Si esto es as , Debenú í ¿  

sus trabajadores sufrir la carga de perder su derecho a huelga?

M s all  de lo hipot tico, destaca que actualmente el gas no es laá á é  

nica alternativa que tienen los ciudadanos para satisfacer las necesidades deú  

calefacci n.  Un  ejemplo  claro  es  la  electricidad  que,  en  muchos  casos,ó  

satisface de manera equivalente dichas necesidades. Por lo tanto, el hecho 

de que la provisi n de gas se trate de un servicio de utilidad p blica, por só ú í 

X
D

X
V

Q
Q

X
X

X
S



14

solo, es insuficiente para despojar a los trabajadores afectados de su derecho 

constitucional  a  paralizar  sus  actividades  por  motivos  econ micos.  Si  laó  

limitaci n al derecho a huelga corresponde a un criterio estricto y debe seró  

aplicada s lo en casos espec ficos, como se ala la Administraci n, deber anó í ñ ó í  

haberse  tenido  en  cuenta  cuestiones  de  hecho,  como el  mercado  de  la 

provisi n  de  energ a  y  la  amenaza  real  y  evidente  que  significa  laó í  

paralizaci n de actividades para todo o parte de la poblaci n.ó ó

Recuerda que del texto del art culo 362 se desprende que servicios deí  

utilidad p blica y aquellos servicios cuya paralizaci n cause grave da o a laú ó ñ  

salud,  a la econom a del  pa s,  al  abastecimiento de la  poblaci n  o a laí í ó  

seguridad  nacional  son presupuestos  distintos,  toda vez  que se  utiliza  la 

disyunci n  "o".  En la  pr ctica  deber a  haber  dicho el  legislador  que seó á í  

proh be  el  derecho  a  huelga  en  las  empresas  que  prestan  servicios  deí  

utilidad p blica, esto es, cuya paralizaci n cause grave da o a la salud, a laú ó ñ  

econom a  del  pa s,  al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridadí í ó  

nacional.  Este  razonamiento  es  concordante  con  lo  que  ha  dicho 

Contralor a en el Dictamen N 53.479 de 2008 que transcribe.í °

Expresa que el solo hecho de ser un servicio de utilidad p blica noú  

amerita  la  calificaci n  de  servicio  esencial,  lo  que  lo  determina  es  laó  

circunstancia de ser la paralizaci n de actividades un riesgo o amenaza paraó  

la poblaci n, un da o para la comunidad. Definir esto requiere, de parte deló ñ  

ejecutivo,  establecer  las  causas  de  hecho  por  las  cuales  la  paralizaci nó  

temporal  de un servicio de utilidad p blica importa una amenaza graveú  

para la poblaci n, pues dentro de los hechos necesarios para calificar unó  

servicio como esencial est  el tiempo de paralizaci n. En este sentido se haá ó  

dicho que:

Lo que se entiende por servicios esenciales en el sentido estricto de la 

palabra depende en gran medida de las condiciones propias de cada pa s.í  

Por otra  parte,  este  concepto no es  absoluto puesto que un servicio  no 

esencial puede convertirse en servicio esencial cuando la duraci n de unaó  

huelga rebasa cierto per odo o cierto alcance y pone as  en peligro la vida,í í  

la seguridad de la persona o la salud de toda o parte de la poblaci n.ó
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“Siendo todo lo anterior  as ,  desde una perspectiva estructural  delí  

sistema legal se est  sustrayendo de este derecho su caracter stica esencial alá í  

imponer un requisito  ambiguo que lo  deforma,  que es  ser  "un derecho  

leg timo al  que pueden recurrir  los trabajadores y sus organizaciones ení  

defensa de sus intereses econ micos y socialesó ”

En  suma,  la  interpretaci n  de  la  expresi n  servicios  de  utilidadó ó  

p blica en el C digo del Trabajo, sumado a la equ voca similitud que seú ó í  

atribuye a la expresi n servicio p blico del DFL 323 desdibuja la capacidadó ú  

del derecho de huelga como un mecanismo para asimilar a las partes en un 

conflicto. Insiste en que el concepto de servicio de utilidad p blica es unaú  

cuesti n de hecho, cuesti n de hecho que no ha sido abordada ni descritaó ó  

por el ejecutivo para argumentar o fundamentar su decisi n, ni desde unaó  

perspectiva temporal o espacial.

Tercero : Que, en cuanto a la forma c mo se produce la infracci n,ó ó  

el reclamante se ala que, en cumplimiento del literal (a) del art culo 402,ñ í  

detalla  la  forma  c mo  se  ha  producido  la  infracci n  que  motiva  laó ó  

reclamaci n.ó

La  resoluci n  reclamada  contiene  46  considerandos,  estimandoó  

fundamental que se tenga presente que de ese total, dedica s lo dos de ellosó  

a referirse con cierto detalle a las solicitudes presentadas por las empresas 

que proveen servicio p blico de gas, los considerandos 23  y 26 , los cualesú ° °  

transcribe:

Considerando 23 :°

Que, sobre las solicitudes presentadas por empresas de servicios de“  

gas y combustibles, es dable considerar, en t rminos generales, que tanto laé  

ley del ramo, contenida en el decreto con fuerza de ley N 323, de 1931, del°  

Ministerio del Interior y Seguridad P blica, que los regula, como el decretoú  

N 67,  de  2004,  del  Ministerio  de  Econom a,  Fomento  y  Turismo,  que° í  

contiene el Reglamento de Servicios de Gas a Red, garantizan el suministro  

y la calidad del servicio que se entrega a los usuarios y consumidores en  

general, a trav s de una serie de reglas y medidas (dictamen N 98.667, deé °  

2014,  de  la  Contralor a  General  de  la  Rep blica).  En  su  T tulo  II,  laí ú í  

mencionada legislaci n especial regula las concesiones de servicio p blico deó ú  
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distribuci n de gas y de redes de transporte de gas y define, en el numeral 9ó  

del art culo 2, al servicio p blico de distribuci n de gas como "el suministroí ú ó  

de gas que una empresa concesionaria de distribuci n efect e a clientes oó ú  

consumidores  ubicados  en  sus  zonas  de  concesi n,  o  bien  a  clientes  oó  

consumidores  ubicados  fuera  de  dichas  zonas  que  se  conecten  a  las  

instalaciones de distribuci n de la concesionaria mediante redes propias oó  

de  terceros".  Ahora  bien,  en  el  presente  procedimiento  han  presentado  

solicitud para ser calificadas como empresas estrat gicas diversas empresasé  

que ya obtuvieron tal declaraci n en el proceso verificado el a o 2017, poró ñ  

tratarse de servicios de utilidad p blica. Ahora bien, dos de ellas merecenú  

especial menci n en el presente acto administrativo: Sociedad de Inversionesó  

de  Aviaci n  Limitadaó  (SIAV)  y  Sociedad  Nacional  de  Oleoductos  S.A. 

(Sonacol).”

Considerando 26 :°

Que lo razonado en los considerandos precedentes, fundamenta la“  

resoluci n que se adoptar  en el presente acto, acogiendo las solicitudes deó á  

todas  aquellas  empresas  que,  seg n  los  antecedentes  aportados  a  esteú  

procedimiento, prestan servicios de utilidad p blica en el mbito sanitario,ú á  

de distribuci n y transmisi n o transporte de energ a el ctrica, de gas y deó ó í é  

combustibles, calific ndolas conforme a lo dispuesto en el art culo 362 delá í  

C digo del Trabajo, en el sentido de limitar transitoriamente el derecho aó  

huelga de sus trabajadores.”

Resuelve la Resoluci n impugnada que: ó “Se acogen las solicitudes de  

las  siguientes  empresas  o  corporaciones  por  cumplirse  a  su  respecto  los  

supuestos que contempla el art culo 362 del C digo del Trabajo, seg n seí ó ú  

motiv  en los respectivos considerandos del presente acto, por lo que susó  

trabajadores no podr n ejercer el derecho a huelga por el plazo de dos a osá ñ  

contados desde la notificaci n del presente acto.ó ”

Propone  la  siguiente  pregunta:  Es  lo  mismo  se alar,  indicar  a¿ ñ  

fundamentar?,  que  indica  que  no  es  una  pregunta  de  ret rica.  Por  eló  

contrario, demanda una respuesta, toda vez que no se advierten argumentos 

de  hecho  en  la  resoluci n  triministerial  reclamada,  y  respecto  de  losó  

fundamentos de Derecho existe una cita de normas legales que difiere, en lo 
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cualitativo,  de  lo  que  puede  llamarse  una  fundamentaci n.  Este  es  unó  

ejercicio que requiere relacionar los hechos y el derecho. En la pr ctica loá  

que ha ocurrido, lo que se desprende de la resoluci n reclamada, es queó  

ante el criterio discrecional del ejecutivo la sola menci n de que la provisi nó ó  

de gas es un servicio p blico en el DFL 323 del a o 1931 m s el sintagmaú ñ á  

servicio de utilidad p blica en el art culo 362 del C digo del Trabajo, bastaú í ó  

para determinar que los trabajadores asociados a los sindicatos reclamantes 

ser n privados  á (del derecho a huelga?) por el plazo de dos a os desde lañ  

fecha de publicaci n de la resoluci n. Con todo, la menci n a los hechos yó ó ó  

al derecho tiene una funci n clara: Relacionar estos elementos para que laó  

norma jur dica encuadre en el presupuesto f ctico.í á

A ade que los hechos que sirven de base de un Acto Administrativoñ  

que afecte Derechos de particulares deben expresarse siempre en el mismo. 

Esto  no  se  produce  en  la  especie  pues,  como  se  ha  observado,  en  la 

resoluci n impugnada no existen hechos en ninguno de sus considerandosó  

que avalen la decisi n del ejecutivo.ó

En orden a demostrar que todo esto es as , a continuaci n, detalla laí ó  

situaci n de empresa Metrogas S.A.ó

Cuarto :   Que,  respecto  de  la  situaci n  de  Metrogas  S.A.,  eló  

reclamante  expresa  que  tambi n  present  solicitud  para  ser  acogida  alé ó  

art culo 362 del C digo Del Trabajo, siendo incluida por el ejecutivo en laí ó  

resoluci n triministerial publicada el 29 de agosto de 2019.ó

Sin perjuicio de que este acto administrativo no menciona o detalla ni 

analiza  los  argumentos  esgrimidos  en  tiempo  y  forma  por  Empresas 

Metrogas S.A. para ser acogida a la norma en cuesti n, realiza una breveó  

enunciaci n de ellos:ó

-La  salud  de  la  poblaci n  por  necesidades  b sicas  de  higiene,  deó á  

alimentaci n, de calefacci n podr a verse afectada por la falta de prestaci nó ó í ó  

del servicio.

Advierte que el gas es uno de los bienes que sirve para dar calefacci nó  

a las personas o para preparar alimentos. El bien que es indispensable para 

asegurar la salud de la poblaci n en este ac pite es el agua. METROGASó á  

S.A. no es acreedora de concesiones para la provisi n de tal bien.ó
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-Metrogas S.A. provee de este bien a establecimientos relacionados 

con la salud y cuidados de personas.

Establecimientos  relacionados  con la  salud  y  cuidados  de  personas 

abastecidos por Metrogas S.A. Respecto de este punto METROGAS S.A. 

no  indica  cuales  son  los  establecimientos  de  salud  a  los  cuales  presta 

servicio, m s all  de la cifra gen rica del total de la poblaci n respecto deá á é ó  

quienes abastece sus servicios, para tener al menos una dimensi n del riesgoó  

que podr a significar una paralizaci n de actividades.í ó

-La huelga podr a crear peligros para la salud de la poblaci n debidoí ó  

a  la  falta  de  servicios  de  mantenci n  y  odorizaci n  y  atenci n  deó ó ó  

emergencias.

Es crucial adelantar que debido a la nueva organizaci n empresarialó  

conocida  como  outsourcing ,  muchas  de  las  labores  t cnicas  cuya“ ” é  

paralizaci n  causa  un  grave  da o  a  la  salud  de  la  poblaci n,  aló ñ ó  

abastecimiento  del  servicio  en  cuesti n  o  a  la  seguridad  nacional  sonó  

realizadas por empresas externas a METROGAS S.A. Someter a reg menesí  

jur dicos distintos a trabajadores que realizan en su esencia labores similaresí  

atenta contra la igualdad ante la ley, que es una garant a constitucional.í

-Peligros derivados de la paralizaci n de servicios de Metrogas S.A. enó  

cuanto puede provocar desabastecimiento de la poblaci n.ó

Replica en este ac pite lo ya se alado respecto del outsourcing  y aá ñ “ ”  

la rivalidad de los bienes en el mercado, en el sentido de que por un lado 

existen  empresas  que  realizan  servicios  para  METROGAS S.A.  para  la 

provisi n del bien, y sus trabajadores cuentan con derecho a huelga en laó  

totalidad de su latitud.

-La paralizaci n podr a causar graves da os a la seguridad nacional.ó í ñ

De la presentaci n realizada por METROGAS S.A., no queda claroó  

c mo la falta de gas puede afectar la seguridad nacional. Suponiendo que laó  

Armada recibe gas de METROGAS S.A., ocurre que su flota no ocupa gas 

como  combustible  para  sus  naves.  Tampoco  el  gas  es  utilizado  como 

combustible por la Fuerza A rea para la flota de F-16 estacionada en elé  

norte del pa s, por lo que el bien en cuesti n, gas, est  lejos de ser esencialí ó á  

para la defensa de las fronteras nacionales frente a amenazas extranjeras. 
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Del mismo modo,  el  gas  no sirve de combustible  para  los  veh culos  deí  

carabineros.  La interrupci n del servicio podr a ocasionar molestias a lasó í  

fuerzas armadas,  pero jam s comprometer a la seguridad nacional,  desdeá í  

que este no es esencial a las labores que realizan.

Sin  perjuicio  de  los  argumentos  que  ya  fueron  esgrimidos  en  su 

oportunidad en las objeciones a la presentaci n de Metrogas S.A., recuerdaó  

que el art culo 362, en el esp ritu que supuestamente la consagra, deber aí í í  

haber entendido que, para que se despoje a un grupo de trabajadores de su 

derecho  constitucional  a  huelga,  debe  existir  certeza  de  una  amenaza 

evidente  e  inminente  respecto  del  desabastecimiento  que  ocasiona  la 

paralizaci n de actividades. No es posible ni para los trabajadores, ni paraó  

la empresa, ni para el regulador, anticipar eventos futuros, por lo tanto ser aí  

deseable que en el caso de Metrogas S.A. se hubiese se alado el grado deñ  

probabilidad de los riesgos que se ala, en virtud de criterios t cnicos y de suñ é  

participaci n de mercado. De la misma manera, hubiese sido deseable queó  

el ejecutivo a trav s de sus agencias hubiesen, en la resoluci n triministerial,é ó  

establecido a lo menos:

a) La participaci n de mercado de Metrogas S.A.ó

b) C mo la paralizaci n de sus trabajadores significa una amenazaó ó  

evidente e inminente para el bienestar de la poblaci n.ó

Reitera  que  el  acto  administrativo  que  califica  y  determina  las 

empresas o corporaciones en que no se podr  el ejercer derecho a huelgaá  

abdica de su obligaci n de fundamentar el derecho y de presentar hechosó  

suficientes.

En la pr ctica existen hechos que hacen reconsiderar la calificaci n deá ó  

Metrogas  S.A.  como  de  aquellas  cuyos  trabajadores  est n  impedidosá  

temporalmente de ejercer el derecho a huelga. As , la existencia de bienesí  

rivales hace ver que la probabilidad del riesgo para la poblaci n decrece enó  

tanto  aumenta  la  rivalidad  en  el  mercado,  todo ello  pues  ante  la  falta 

temporal de la provisi n del bien gas, existen alternativas para la calefacci nó ó  

de la poblaci n, carb n, madera, petr leo, electricidad.ó ó ó

Por lo anterior y sin perjuicio de que las  razones presentadas por 

Metrogas  S.A.  son  atendibles,  ninguna de  las  situaciones  que  presentan 
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cumple con los requisitos de un servicio esencial en sentido estricto, esto es, 

una amenaza inminente y evidente para el bienestar de todo o parte de la 

poblaci n. Esto es as , puesto que su presentaci n est  basada en supuestosó í ó á  

hipot ticos. Lo hipot tico se opone a lo real. Sostener que podr a ocurriré é í  

algo como lo hace Metrogas S.A. es cierto, pero tambi n implica que noé  

podr a ocurrir.  Esta afirmaci n,  incuestionable  como es,  significa que noí ó  

existen antecedentes a la vista del reclamante para reconocer en los hechos, 

que deber an haber sido establecidos por el ejecutivo y relacionados con losí  

fundamentos  de  derecho,  que  existen  motivos  para  entender  que  la 

declaraci n del art culo 362 del C digo del Trabajo respecto de Metrogasó í ó  

S.A. es la nica alternativa para salvaguardar el bienestar de la poblaci n,ú ó  

por lo que el recurso a la declaraci n de servicios esenciales es excesivo.ó

Aduce  que el  alcance  del  impacto  que provocar a  el  ejercicio  delí  

derecho a huelga respecto de Metrogas S.A no es tal, pues la Resoluci nó  

Exenta N 321, que favorece esta portabilidad de los clientes, y el Decreto°  

Supremo  N 67  de  2012  que  establece  el  Reglamento  de  Seguridad  de°  

Plantas de Gas Natural Licuado, hacen referencia a la no interrupci n deló  

suministro de los clientes industriales. Por ley, estos deben tener un sistema 

de respaldo ante la falta de suministro, pudiendo recurrir en tales casos a 

empresas de la competencia, dado que no existe un monopolio en el servicio 

a diferencia de otras reas de la econom a.á í

Por otra parte, la distribuci n no se encuentra en riesgo, porque noó  

depende de Metrogas S.A., sino que de un proveedor externo. En todos 

aquellos  casos  en  que las  fallas  del  suministro  provengan  de  una raz nó  

externa, las redes en s  contienen suministro para al menos 5 d as de usoí í  

residencial  y comercial,  pudiendo en todo caso operar de igual modo el 

sistema a trav s de sus empresas externas que ya realizan esas labores en laé  

pr ctica.á

El listado de empresas externas de Metrogas S.A. es el siguiente:

CF INGENIER A LIMITADA CDIÍ

ALCIA SERVICIOS S.A.

ARBOZ INGENIER A LTDA CICÍ
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AROM SERVICIOS E INSTALACIONES ASFALTOS VERGARA 

S.A. CDI

BOZO GAS LTDA.

BUREAU VE RITAS CHILE S. A.

CALEFACCI N URRUTIA LTDA.Ó

CLIMA HOUSE

COBRA CHILE SERVICIOS S.A.

COMPANY  INSPECTOR  MANAGMENT  AND  SERVICES 

LTDA.

CONDUCCI N  Y  MONTAJES  SUROESTE  AGENCIA  ENÓ  

CHILE

CONSTRUCTORA TERRA T NEL LTDA.Ú

CONSULTORA Y GESTI N DEXTRA LTDAÓ

CONVEXA INGENER AÍ

CRYOLAB SPA

DANDILION INGENER A LTDAÍ

DANDILION INSPECCI N LTDAÓ

DANIELA  QUEZADA  SERVICIO  T CNICO  Y  UNIDAD  DEÉ  

EMERGENCIA

ECOGAS S.A.

EZENTIS ENERG A SPAÍ

GASTHERMICA INGENIER A LTDA CICÍ

INGENER A ICG SPAÍ

INGENIER A Y CONSTRUCCI N HU LTDA. CDIÍ Ó

INGENIER A Y CONSTRUCCIONES RODR GUEZ LTDA.Í Í

INGENIER A  Y  MANTENIMIENTO  INDUSTRIALÍ  

RODR GUEZ LIMITADAÍ

JULIO NOVOA INST. Y COM. DE ART. DE GAS "NOVOGAS"

MANTENCI N Y CONTROL INDUSTRIAL SPAÓ

MANTENCI N Y MONTAJE INDUSTRIAL A Y L LIMITADAÓ  

C

MAPAS DIGITALES S.A.

M RQUEZ Y ROJAS LIMITADA.Á
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PROMEGAS LTDA.

REGISTRO E INSTALACIONES CHILE SPA

ROSEN COLUMBIA

SERVICIOS  DE  INSPECCI N  Y  SUPERVISI N  T CNICAÓ Ó É  

LTDA.

SOCIEDAD  DE  CONSTRUCCI N  Y  SERVICIO  DEÓ  

INGENER A CROMCHILE SPAÍ

SOCIEDAD DE TERCERIZACION DE SERVICIOS PROVIDER 

LAT NÍ

SOLUCIONES GP S.A.

TECNOGAS GROUP SPA

TELSAM SPA

TERRACON

TRANSPORTES SANTA MAR A S.A. TRANSPORTES TORLABÍ  

S.A. VALVENOR INGENIER A LTDA.Í

Quinto:   Que sobre la   situaci n   de  Empresas   Gasco   S.A.,ó  

se ala  que,  m s  all    de  las  normas trasgredidas  y  que  denuncia  enñ á á  

esta  presentaci n,    si  la  resoluci n  triministerial  hubiese  atendido  aó ó  

los  hechos  para  resolver  de  la  manera   que  lo  hizo,  se  hubiese  

referido  en  alguno  de  sus considerandos a  la  situaci n  particular  de laó  

empresa  Gasco,  por  cuanto  la  presentaci n   de  sta  se    construyeó é  

fundamentalmente  en  raz n  de  la  posici n  que  ostenta  en la  Regi nó ó ó  

de  Magallanes  y  Ant rtica  Chilena.á

Cabe  preguntarse  entonces, por  qu   la  resoluci n  triministerial¿ é ó  

acoge  al  art culo  362  a  empresas  Gasco  a  nivel nacional?  Con  elloí  

se  demuestra  que  no  se  respeta   los   convenios   internacionales 

vigentes  y  las  orientaciones  que  hace  la  OIT,  ya  que  las  normas 

internas  que  importen  alguna  limitaci n  a  la  huelga  deben  seró  

aplicadas e  interpretadas  en  forma  restrictiva,  toda  vez  que se  afecta 

el ejercicio  del  derecho  fundamental  reconocido en la  Constituci nó  

Pol tica.í
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Se ala  que    el  DFL  323 de  1931 impone  al  concesionario  lañ  

obligaci n  de   mantener constante  la  provisi n  del servicio  de  gas,  sinó ó  

embargo  esa  es  una  obligaci n  que  pesa  sobre  el  concesionario,  noó  

sobre sus  trabajadores,  por  lo  que  el ejecutivo  se  ha  excedido al 

acoger  a  empresas  Gasco  S.A.  al  art culo  362   para  el bienio  2019-í

2021,  no  teniendo  en  cuenta  que la  operaci n de  Gasco  est   divididaó á  

en  segmentos  como  lo  explica  su p gina  web  institucional,  a  saber:á

GASCO    GLP,  GASCO  MAGALLANES,  GASCO 

TRANSPORTE, INERSA.

De  estos  cuatro  segmentos  ha  sido  la  misma  empresa  la  que 

ha   destacado   en   su   presentaci n    que   posee    una   posici nó ó  

monop lica en la zona correspondiente  a  la  Regi n  de Magallanes  yó ó  

Ant rtica  Chilena.  As   entonces,  es  respecto  a  Gasco  Magallanes  queá í  

la Compa a construye  su  argumento,  y  a  esta  situaci n  no  se  refiereñí ó  

la  resoluci n n  172 Exenta  del Ministerio  de  Econom a.ó º í

Sexto:    Que,  en  relaci n  a  las  razones  por  las  cuales  el  actoó  

perjudica a los reclamantes, expresa que si en t rminos generales la idea deé  

la  legislaci n  es  reducir  los  costos  de  transacci n  o  asimetr as  deó ó í  

informaci n entre empleadores y trabajadores, se logra un pobre resultadoó  

con legislaci n que descansa en el impulso de la empresa,  que tiene unó  

inter s en limitar las herramientas de su contraparte en caso de conflicto.é  

En tal sentido la resoluci n causa un da o irreparable a los reclamantes, enó ñ  

su relaci n con sus empleadores, desde que va en desmedro de su capacidadó  

negociadora en el contexto de una negociaci n colectiva.ó

Se  ha  dicho  que  respecto  de  los  servicios  esenciales  [e]l  criterio“  

determinante es la existencia de una amenaza evidente e inminente para la  

vida, la seguridad o la salud de toda o parte de la poblaci n.ó  La instituci n” ó  

de  servicios  esenciales,  en  su  sentido  estricto  dice  relaci n,  noó  

necesariamente  con  el  hecho  de  que  la  empresa  provea  un  servicio  de 

utilidad p blica, pues bajo ese criterio la lista de empresas que quedar anú í  

dentro de tal consideraci n aumentar a de manera exorbitante, siendo queó í  

la instituci n en comento es una de aplicaci n estricta. Lo que define laó ó  

pertinencia  de  la  aplicaci n  de  esta  instituci n  es  la  existencia  de  unaó ó  
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amenaza evidente o  inminente para la vida, la seguridad o la salud de toda 

o parte  de la  poblaci n.  En la  especie,  en el  caso de la  prestaci n  deló ó  

servicio  p blico  de  gas,  se  nota  en  el  mercado  que  existen  alternativasú  

disponibles para la poblaci n, por lo que bajo esa perspectiva, no existe unaó  

amenaza para todo o parte de la poblaci n. Diferente ser a el caso si el gasó í  

fuese el nico combustible para satisfacer las necesidades de calefacci n deú ó  

la poblaci n. En tal caso, una paralizaci n de estas empresas constituye unaó ó  

amenaza evidente e inminente al bienestar de todo o parte de la poblaci n. ó

De lo expuesto queda claro que existe un perjuicio en el patrimonio 

de las organizaciones sindicales que reclaman de la resoluci n triministerialó  

en esta instancia.

En cuanto a los trabajadores de Empresas Metrogas S.A., no existen 

antecedentes  de hecho en la  resoluci n  exenta  N 173  del  Ministerio  deó °  

Econom a, que justifiquen la prohibici n temporal de su derecho a huelga.í ó  

Existen  contradicciones  y  situaciones  que  a  la  luz  de  los  antecedentes 

aportados constituyen discriminaci n respecto de tales o cuales trabajadores,ó  

a pesar de que en la pr ctica desarrollan labores similares, de acuerdo a laá  

naturaleza  de los  servicios  que se han tenido a la  vista  para  calificar  a 

Metrogas  S.A.  como  excluida  del  derecho  a  huelga.  De  tal  forma,  es 

imposible  encuadrar  los  supuestos  de  servicios  de  utilidad  p blica  delú  

art culo 362 del C digo del Trabajo a esta  empresa.í ó

Finalmente,  en  virtud  de  los  art culos  362,  402  y  dem s  normasí á  

pertinentes del C digo del Trabajo, solicita tener, en tiempo y forma, poró  

interpuesta  reclamaci n  contra  la  Resoluci n  N 173  Exenta  de  29  deó ó °  

Agosto de 2019 del Ministerio de Econom a, Fomento  y Turismo, la cualí  

califica y determina como empresas o corporaciones cuyos trabajadores no 

podr n ejercer el derecho a huelga a Metrogas S.A., para que se acoja aá  

tramitaci n  y  en  definitiva  decida  u  ordene  la  rectificaci n  del  actoó ó  

administrativo impugnado, dictando la respectiva resoluci n excluyendo aó  

Metrogas S.A. de la lista de empresas incluidas en la Resoluci n N 173, laó °  

cual califica y determina a las empresas o corporaciones cuyos trabajadores 

no podr n ejercer el derecho a huelga.á
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Se  agregan  a  los  autos,  la  Resoluci n  Exenta  n  173  y  suó º  

posterior  rectificaci n.ó

S ptimoé :  Que  mediante  presentaci n  efectuada  por  do aó ñ  

CAROLINA  VASQUEZ  ROJAS,  Abogada  Procurador  Fiscal(S)  de 

Santiago,  del  Consejo  de  Defensa  del  Estado,  en  representaci n  de  losó  

Ministros de Econom a, Fomento y Turismo, Trabajo y Previsi n Social yí ó  

Defensa  Nacional,  emite  informe  respecto  de  la  Reclamaci n  deducidaó  

contra la Resoluci n Exenta N 173, de 31 de julio de 2019, del Ministerioó °  

de Econom a, Fomento y Turismo.í

Alude a antecedentes referidos al proceso de calificaci n en que incideó  

el reclamo. Marco normativo. 

Se ala que la huelga, a nivel constitucional, se encuentra regulada enñ  

un sentido negativo, esto es, por la v a de establecer las personas y empresasí  

excluidas del ejercicio de la huelga. El numeral 16 del art culo 19 de laí  

Constituci n dispone en su ltimo inciso:  ó ú 16 .- No podr n declararse en“ ° á  

huelga  los  funcionarios  del  Estado  ni  de  las  municipalidades.  Tampoco  

podr n hacerlo  las  personas  que  trabajen  en  corporaciones  o  empresas,á  

cualquiera sea su naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios deó  

utilidad  p blica  o  cuya  paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  laú ó ñ  

econom a del  pa s,  al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridadí í ó  

nacional.  La  ley  establecer  los  procedimientos  para  determinar  lasá  

corporaciones  o  empresas  cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a  laá  

prohibici n que establece este inciso.ó ”

La  Ley  N 20.940,  en  cumplimiento  del  mandato  constitucional,°  

introduce al  C digo del Trabajo el Cap tulo VII del T tulo IV del Libroó í í  

IV titulado  "Limitaciones al ejercicio del derecho a huelga", conservando, 

en lo sustancial (y salvo aspectos recursivos), el sistema de determinaci n deó  

las empresas en las que no se podr  ejercer el derecho a huelga, (actual art.á  

362  del  C digo  del  Trabajo);  ello,  en  cumplimiento  del  mandatoó  

constitucional contenido en el inciso quinto, numeral 16 del art culo 19 deí  

la Constituci n Pol tica de la Rep blica. El actual art culo 362  del C digoó í ú í ó  

del Trabajo se configura como la norma b sica de rango legal que regula elá  

procedimiento de calificaci n de las empresas que se encuentren en algunoó  
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de los supuestos que en ese precepto se especifican y, conforme a los cuales 

los trabajadores de dichas empresas no podr n ejercer el derecho a huelga. á

El art culo se ala:  í ñ Art. 362. Determinaci n de las empresas en las“ ó  

que no se podr  ejercer el derecho a huelga. No podr n declarar la huelgaá á  

los  trabajadores  que  presten  servicios  en  corporaciones  o  empresas,  

cualquiera sea su naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios deó  

utilidad  p blica  o  cuya  paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  laú ó ñ  

econom a del  pa s,  al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridadí í ó  

nacional.

La  calificaci n  de  encontrarse  la  empresa  en  alguna  de  las“ ó  

situaciones se aladas en este art culo ser  efectuada cada dos a os, dentroñ í á ñ  

del mes de julio, por resoluci n conjunta de los Ministros del Trabajo yó  

Previsi n Social, Defensa Nacional y Econom a, Fomento y Turismo, previaó í  

solicitud fundada de parte, la que deber  presentarse hasta el 31 de mayoá  

del a o respectivo.ñ

Promovida la solicitud, se pondr  en conocimiento de la contraparte“ á  

empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime  

pertinentes, dentro del plazo de quince d as.í

Efectuada  la  calificaci n  de  una  empresa  e  incorporada  en  la“ ó  

resoluci n conjunta respectiva, s lo por causa sobreviniente y a solicitud deó ó  

parte, se podr  revisar su permanencia.á

La resoluci n deber  publicarse  en el  Diario Oficial  y podr  ser“ ó á á  

reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas  

en el art culo 402.í ”

Dentro del contexto de las facultades que el indicado precepto legal 

otorga  a  los  Ministerios  que  representa,  se  dict  la  Resoluci n  Exentaó ó  

N 173,  de  31  de  julio  de  2019  (resoluci n  recurrida),  suscrita  por  los° ó  

Ministros de Econom a, Fomento y Turismo, de Defensa y del Trabajo yí  

Previsi n Social. Dicho acto administrativo, publicado en el Diario Oficialó  

de 29 de agosto de 2019.

Se refiere, a continuaci n, a las actuaciones de los recurridos y de losó  

interesados en el procedimiento administrativo.
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Indica que el 31 de marzo de 2017 se dict  la Resoluci n N 41, deló ó °  

Ministerio de Econom a, Fomento y Turismo, que Aprueba el Mecanismoí  

de Coordinaci n para Calificaci n de las Corporaciones o Empresas en lasó ó  

que no se podr  ejercer el derecho a huelga, de conformidad con el art culoá í  

362 del C digo del Trabajo.ó

Dentro de plazo legal,  el  30 de mayo, la  empresa Metrogas  S.A., 

invocando el art culo 362 del C digo del Trabajo y el mencionado actoí ó  

administrativo,  solicit  a  la  autoridad  competente  ser  declarada  comoó  

empresa que cumple los supuestos legales para limitar el derecho a huelga 

de sus trabajadores, en el sentido de prohibirles el ejercicio de tal derecho 

por el  plazo de dos a os.  La peticionaria fund  su requerimiento en elñ ó  

hecho de tratarse de una empresa que presta servicios de utilidad p blicaú  

cuya paralizaci n causar a grave da o a la econom a del pa s.ó í ñ í í

Vencido el plazo para formular requerimientos, se public  en el diarioó  

de circulaci n nacional Las ltimas Noticias, los d as 19 y 26 de junio y 5ó Ú í  

de  julio,  todos  del  2019,  la  n mina  de  empresas  o  corporaciones  queó  

requirieron acogerse al art culo 362 del C digo del Trabajo. A partir de laí ó  

ltima  publicaci n  comenz  a  correr  el  plazo  para  que  los  interesadosú ó ó  

pudiesen oponerse a la respectiva solicitud.

En tal contexto procedimental, el SINDICATO INTEREMPRESAS 

NACIONAL  DE   TRABAJADORES   DE   LA   COMPA A   DEÑÍ  

CONSUMIDORES   DE  GAS  DE   SANTIGO  S  A,    EMPRESAS 

FILIALES  AFINES  Y  OTRAS, present  observaciones a la presentaci nó ó  

realizada por la empresa Metrogas S.A., con fecha 5 de julio de 2019, y 

consistieron en  que la  resoluci n  Exenta  N 173  triministerial,  carece  deó °  

fundamento en contravenci n a lo estipulado en el art culo 41 de la Leyó í  

N 19.880 y a lo prescrito en el art culo 4 de la resoluci n Exenta N 41 de 1° í ó °  

de abril de 2017 del Ministerio de Econom a, Fomento y Turismo; comoí  

asimismo que han acreditado los supuestos del art culo 362 del C digo delí ó  

Trabajo, al haber sido incluida la empresa Metrogas S.A. dentro del listado 

de empresas que no pueden declarar la huelga; tambi n aduce que se haé  

infringido el art culo 19 N 19 de la Constituci n Pol tica como igualmente,í ° ó í  

el numeral 16 del mismo art culo 19 y convenios internacionales vinculantesí  
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para el  pa s  como los 87 y 98 de la  OIT;  y termina se alando que laí ñ  

soluci n eficaz a su criterio es lo establecido en la Ley N 20.940 en relaci nó ° ó  

al  art culo  359  del  C digo  del  Trabajo,  que  determina  los  serviciosí ó  

m nimos.í

Habi ndose cumplido los tr mites establecidos en el art culo 362 delé á í  

C digo del Trabajo y en la Resoluci n N 41, de 2017, mediante Resoluci nó ó ° ó  

Exenta N 173, de 31 de julio de 2019 (resoluci n recurrida) suscrita por los° ó  

Ministros de Econom a, Fomento y Turismo, Defensa Nacional y Trabajo yí  

Previsi n Social, se dispuso acoger y rechazar fundadamente las solicitudesó  

presentadas en tiempo y forma. Dicho acto administrativo fue publicado en 

el Diario Oficial de 29 de agosto de 2019.

Refiri ndose  al  reclamo,  expresa  que  el  sindicato  SINDICATOé  

INTEREMPRESAS  NACIONAL  DE   TRABAJADORES   DE   LA 

COMPA A  DE CONSUMIDORES  DE GAS DE  SANTIGO S A,ÑÍ  

EMPRESAS   FILIALES   AFINES   Y   OTRAS,  representado  por  el 

abogado  Antonio  Rivas  Vergara,  interpone  ante  esta  Corte  reclamaci nó  

para impugnar la Resoluci n Exenta N 173, de 31 de julio de 2019, deló °  

Ministerio  de  Econom a,  Fomento  y  Turismo,  por  medio  de  la  cual  seí  

acogi  el  requerimiento  presentado  por  la  empresa  Gasco  S.A.,  siendoó  

incorporada al grupo de entidades cuyos trabajadores no podr n declarar laá  

huelga dentro del plazo previsto en el art culo 362 del C digo del Trabajo. í ó

La  reclamante  solicita  revocar  dicha  calificaci n  administrativa,ó  

ordenando a la autoridad que la emiti  dejarla sin efecto y declarar que seó  

rechaza la solicitud presentada por la empresa Metrogas S.A.

En  s ntesis,  la  reclamante  alega  los  siguientes  aspectos  oí  

consideraciones de hecho y de derecho para fundar su libelo:

-  Que  se  habr a  acogido  el  requerimiento  de  la  empresa  coní  

incumplimiento, por parte de la autoridad, de lo prescrito en el art culo 19í  

N 16 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica; de los art culos 360, 361,° ó í ú í  

362, 363, 359 y 345 del C digo del Trabajo; en el Pacto Internacional deó  

Derechos  Econ micos,  Sociales  y  Culturales  (no  especifica  art culoó í  

infringido); la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos en materiaó  

de Derechos Econ micos, Sociales y Culturales denominado ó "Protocolo de 
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San Salvador"; en el Convenio N 87 de la Organizaci n Internacional del° ó  

Trabajo y, en el Convenio N 98, tambi n de la Organizaci n Internacional° é ó  

del Trabajo.

Explicando el derecho, se refiere al derecho a huelga, y lo sit a en laú  

Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

El art culo 19 N 16 de la Constituci n asegura a todas las personas laí ° ó  

libertad de trabajo y su protecci n. La Carta Fundamental dispone que todaó  

persona tiene derecho a la libre contrataci n y a la libre elecci n del trabajoó ó  

con una justa retribuci n. Asimismo, el numeral 16 reconoce el derecho a laó  

negociaci n  colectiva  con  la  empresa,  salvo  los  casos  en  que  la  leyó  

expresamente  no permite  negociar,  entregando a la  ley  la  facultad  para 

establecer las modalidades de la negociaci n colectiva y los procedimientosó  

adecuados para lograr en ella una soluci n justa y pac fica.ó í

En relaci n con el derecho a huelga, el numeral 16 del art culo 19 deó í  

la  Constituci n  no  lo  consagra  directamente,  pero  s  lo  proh be  enó í í  

determinadas hip tesis.ó

Conforme al citado texto constitucional, y en lo pertinente, se proh beí  

la huelga en tres casos:

-A los funcionarios p blicos,ú

-A  los  trabajadores  de  corporaciones  o  empresas  que  atienden 

servicios de utilidad p blica, yú

-A trabajadores de corporaciones y empresas cuya paralizaci n causeó  

grave da o a  la  salud,  a la  econom a del  pa s,  al  abastecimiento  de  lañ í í  

poblaci n o a la seguridad nacional.ó

Para  los  dos  ltimos  casos,  la  Constituci n  mandata  a  la  ley  aú ó  

establecer los procedimientos para determinar las corporaciones o empresas 

cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a la  prohibici n  que establece  esteá ó  

inciso.

Como  primer  punto  en  lo  referente  al  indicado  precepto 

constitucional,  ste prev  en lo concerniente a corporaciones y empresas,é é  

dos causales independientes y no copulativas (ya referidas).

Establece que la calificaci n acerca de la naturaleza de los serviciosó  

(utilidad p blica) o del riesgo asociado a la paralizaci n de los servicios (queú ó  
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pueda causar grave da o a ciertos sectores) se realiza desde la rbita de lañ ó  

unidad  econ mica,  organizacional  y  productiva  de  la  corporaci n  oó ó  

empresa. El texto constitucional descarta que la indicada calificaci n puedaó  

ser efectuada respecto de cada trabajador que integre una corporaci n oó  

empresa.

Tal  aspecto  resulta  claro,  desde  que  la  Constituci n  recalca  queó  

Tampoco podr n hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o“ á  

empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o funci n.ó ”

-Relacionado con el punto anterior, se concluye que la Constituci nó  

exige  que  la  individualizaci n  respecto  de  la  prohibici n  del  derecho  aó ó  

huelga se realice por corporaci n y/o empresa, y que tal individualizaci nó ó  

deba afectar a todos los trabajadores de dicha corporaci n o empresa, sinó  

exclusi n.ó

As  se  desprende  del  texto  constitucional  que  prescribe:  La  leyí “  

establecer  los procedimientos para determinar las corporaciones o empresasá  

cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a la  prohibici n  que establece  esteá ó  

inciso.”

-El mandato constitucional  est  redactado en t rminos imperativos,á é  

delegando  en  el  legislador  su  aplicaci n,  en  cuanto  a  establecer  losó  

procedimientos adecuados para cumplir la norma constitucional.

-Es la propia Constituci n la que, evitando un juicio de ponderaci nó ó  

externo, establece rangos prioritarios de ciertos principios y derechos por 

sobre el ejercicio de la huelga.

Es as  que para nuestro Constituyente, por sobre el ejercicio a huelga,í  

prima  el  concepto  de  no  afectaci n  de  servicios  de  utilidad  p blica,ó ú  

protecci n de la salud, econom a del pa s, abastecimiento de la poblaci n yó í í ó  

seguridad nacional.

Lo  anterior  implica  que  ni  el  legislador,  ni  menos  a n  laú  

administraci n, pueden efectuar un ejercicio de ponderaci n de derechosó ó  

que  suponga  desvirtuar  el  rango  de  prioridades  establecido 

constitucionalmente.

La informante se ala que, por su parte, el art culo 19 N 19 del textoñ í °  

constitucional  indica que la Constituci n asegura a todas las  personas eló  
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derecho de sindicarse en los casos y forma que se ale la ley, estableciendo,ñ  

adem s, que la afiliaci n sindical ser  siempre voluntaria. El inciso final deá ó á  

la mencionada norma dispone que la ley contemplar  los mecanismos queá  

aseguren la autonom a de estas organizaciones.í

Se ha entendido que es en la libertad y autonom a sindical donde seí  

puede entender reconocido el derecho a huelga, como parte sustancial de 

dicha  libertad;  ello,  a  partir  de  la  constataci n  que  la  Constituci n  noó ó  

reconoce expl citamente dicho derecho a huelga.í

Luego, sit a el derecho a huelga en el C digo del Trabajo.ú ó

Dice  que  la  ley  N 20.940,  que  moderniza  las  relaciones  laborales°  

incorpor , entre otras modificaciones, un Cap tulo VI al T tulo IV del Libroó í í  

IV, titulado "Derecho a huelga". En dicho cap tulo, entre los art culos 345í í  

al 358, se regula la huelga como  "un derecho de ejercicio colectivo", en 

contraposici n al texto anterior del C digo que no se refer a a ella comoó ó í  

derecho,  sino  que  se  le  abordaba  como  una  etapa  m s  dentro  delá  

procedimiento de negociaci n colectiva.ó

El nuevo marco legal, junto con consagrar la huelga como derecho, 

tambi n regula su ejercicio en el contexto de la negociaci n colectiva.é ó

Sobre las limitaciones al derecho de huelga, indica que en t rminosé  

generales ste, en su expresi n normativa, tiene manifestaciones tanto ené ó  

rango constitucional como legal  considerando, adem s, las modificacionesá  

introducidas por la ley N 20.940.°

No obstante, agrega, la huelga en caso alguno puede estimarse como 

un derecho absoluto, y tal como la mayor a de los derechos, est  supeditadaí á  

al  leg timo  ejercicio  de  otros  derechos  y  a  los  l mites  que  tanto  laí í  

Constituci n como la ley han establecido.ó

Es as  como la propia Constituci n establece un rango prohibitivo,í ó  

estableciendo normativamente la prevalencia de ciertos derechos e intereses 

por sobre el ejercicio de la huelga.

Refiri ndose al  marco constitucional,  se remite a lo ya dicho,  y aé  

modo de s ntesis,  se ala que el  art culo 19 N 16 de la  Constituci n noí ñ í ° ó  

consagra directamente el derecho a huelga, sino que se refiere a aquellos 

casos  en  que  se  proh be  su  ejercicio  por  parte  de  los  trabajadores/así  
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concurriendo las condiciones que establezca el legislador (inciso quinto del 

numeral 16).

El art culo 19 N 16 no consagra directamente el derecho a huelga,í °  

sino que se refiere a aquellos casos en que se proh be su ejercicio, (inciso 5í ° 

del numeral 16). En dicho precepto, el constituyente es expreso en exponer 

las situaciones en que los trabajadores, ya sea por el rol de sus labores o por 

la calidad de los servicios de las empresas en que se desempe an, no podr nñ á  

declararse en huelga. Reza el inciso 5 :  ° No podr n declararse en huelga“ á  

los  funcionarios  del  Estado ni  de las  municipalidades.  Tampoco podr ná  

hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o empresas, cualquiera  

que sea su naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios de utilidadó  

p blica o cuya paralizaci n cause grave da o a la salud, a la econom a delú ó ñ í  

pa s, al abastecimiento de la poblaci n o a la seguridad nacional. La leyí ó  

establecer  los  procedimientos  para  determinar  las  corporaciones  oá  

empresas  cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a  la  prohibici n  queá ó  

establece este inciso.”

La  Constituci n  se ala  los  casos  en  que  aplica  la  prohibici n,ó ñ ó  

se alando tres situaciones:ñ

-Los funcionarios del Estado y de las municipalidades.

-Los  trabajadores  de  empresas  o  corporaciones,  cualquiera  sea  su 

naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios de utilidad p blica.ó ú

-Los  trabajadores  de  empresas  y  corporaciones,  cualquiera  sea  su 

naturaleza,  finalidad o funci n, cuya paralizaci n  cause grave da o a laó ó ñ  

salud,  a la econom a del  pa s,  al  abastecimiento de la  poblaci n  o a laí í ó  

seguridad nacional.

Afirma que de las tres situaciones planteadas, la primera se refiere a 

la  condici n  propia  de  un  servicio  p blico  y  la  calidad  de  funcionarioó ú  

p blico, en el entendido que sobre l se aplica una regulaci n estatutaria yú é ó  

principios generales de la Administraci n P blica, los cuales no se condicenó ú  

con una paralizaci n de labores; y, en las dos ltimas, alude a los serviciosó ú  

que atienda una empresa, o a los resultados da osos que pueda ocasionar lañ  

paralizaci n de estos servicios.ó
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En todos los casos, bastar  que los empleados p blicos o municipalesá ú  

tengan relaci n estatutaria con un servicio p blico, o los trabajadores tenganó ú  

una relaci n laboral con una empresa o corporaci n que tenga la calidadó ó  

prevista. Esta calidad o condici n va m s all  del rol que juegue esa personaó á á  

dentro de los procesos u org nica del servicio p blico o de la empresa oá ú  

corporaci n.ó

Respecto a la calificaci n de las empresas o corporaciones bajo estosó  

supuestos, la Constituci n entrega un mandato expreso, de que ser  la ley laó á  

que establecer  los procedimientos para su determinaci n.á ó

Asimismo, se consagra a nivel constitucional la prioridad de ciertos 

derechos e intereses por sobre el ejercicio de la huelga; prioridad que deberá 

tener  presente  todo  int rprete  de  la  ley  y  todo  an lisis  de  un  actoé á  

administrativo sustentado en el mandato constitucional y legal.

Concluye de lo anterior que la Carta Fundamental contempla una 

limitaci n  al  derecho  de  huelga  en  cuanto  a  su  ejercicio,  bajo  lasó  

consideraciones  se aladas,  entregando a una norma de rango inferior  lañ  

funci n de establecer los procesos para calificar las situaciones en que seó  

aplica tal prohibici n.ó

Al efecto, los art culos 362 y 402 del C digo del Trabajo, contemplaní ó  

un mecanismo transparente, que opera a solicitud de parte, y que permite 

apreciaciones de las partes  interesadas,  y que concede, ya habiendo sido 

publicada  la  resoluci n  respectiva,  una  acci n  y  procedimiento  deó ó  

reclamaci n  judicial,  impugnaci n  que debe someterse  a los  mandatos  yó ó  

principios previamente expuestos, por lo que no es posible sostener que la 

resoluci n impugnada es ilegal e inconstitucional.ó

En cuanto a las limitaciones en el C digo del Trabajo, indica que aó  

nivel legal, y en plena concordancia al texto constitucional -que consagra no 

s lo prohibiciones al ejercicio de la huelga, sino derechos e intereses queó  

prevalecen por sobre ella- el C digo del Trabajo regula diversas hip tesis deó ó  

prohibici n y limitaci n al ejercicio del derecho a huelga.ó ó

La ley N 20.940 incorpor  al C digo del Trabajo un Cap tulo VII al° ó ó í  

T tulo IV del Libro IV, titulado  í "Limitaciones al Ejercicio del Derecho a 

Huelga". En l  se conserva el  procedimiento para declarar  las  empresasé  
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cuyos trabajadores se ven afectos a la prohibici n de ejercer la huelga, comoó  

as  tambi n la potestad de decretar la reanudaci n de faenas (regulados ení é ó  

iguales  t rminos  en  los  antiguos  art culos  384  y  385  de  ese  C digo,é í ó  

respectivamente) y fijaci n de servicios m nimos y equipos de emergencia.ó í

Desarrollando  la  prohibici n  de  ejercer  el  derecho  a  huelga,  laó  

informante indica que la norma legal reitera el mandato constitucional en 

cuanto a que no podr n declarar la huelga los trabajadores  que prestená  

servicios  en  corporaciones  o  empresas,  cualquiera  sea  su  naturaleza, 

finalidad o funci n, cuando atiendan servicios de utilidad p blica, o cuyaó ú  

paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  la  econom a  del  pa s,  aló ñ í í  

abastecimiento de la poblaci n o a la seguridad nacional. La norma legaló  

(reflejo  de  la  norma constitucional),  consagra  una  prohibici n  que tomaó  

como criterio de calificaci n la actividad de la empresa como un todo y noó  

distingue entre funciones de los trabajadores.

De las normas citadas, concluye que la mencionada calificaci n de lasó  

empresas  contempla  dos  etapas:  la  de  la  calificaci n,  de  car cteró á  

administrativa, y una eventual reclamaci n en sede judicial.ó

Respecto del procedimiento administrativo de calificaci n, precisa queó  

el art culo 362 del C digo del Trabajo establece el procedimiento medianteí ó  

el cual se calificar n estas empresas, indicando que dicha calificaci n será ó á 

efectuada cada dos a os, dentro del mes de julio, por resoluci n conjunta deñ ó  

los Ministros del Trabajo y Previsi n Social, Defensa Nacional y Econom a,ó í  

Fomento  y  Turismo,  previa  solicitud  fundada  de  parte,  la  que  deberá 

presentarse hasta el 31 de mayo del a o respectivo.ñ

Promovida la solicitud, se pondr  en conocimiento de la contraparteá  

empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime 

pertinentes, dentro del plazo de quince d as.í

Efectuada  la  calificaci n  de  una  empresa  e  incorporada  en  laó  

resoluci n conjunta respectiva, s lo por causa sobreviniente y a solicitud deó ó  

parte, se podr  revisar su permanencia.á

La  resoluci n  deber  publicarse  en  el  Diario  Oficial  y  podr  seró á á  

reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas 

en el art culo 402 del C digo del Ramo.í ó
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Respecto del procedimiento administrativo de calificaci n, se dict  laó ó  

Resoluci n  Exenta  Triministerial  N 41  de  31  de  marzo  de  2017,  queó °  

establece  un  mecanismo  de  coordinaci n  para  la  calificaci n  de  lasó ó  

corporaciones  y  empresas  en  las  que  no  se  podr  ejercer  el  derecho  aá  

huelga, de conformidad al art culo 362 del C digo del Trabajo. La referidaí ó  

resoluci n se public  en el Diario Oficial el 1  de abril de 2017, y estableceó ó °  

que las solicitudes pueden ser presentadas indistintamente ante el Ministerio 

del Trabajo y Previsi n Social, el de Defensa Nacional y el de Econom a,ó í  

Fomento  y  Turismo,  en  sus  respectivas  oficinas  de  partes  o  en  las 

Secretar as  Regionales  Ministeriales  correspondientes.  Tambi n contemplaí é  

los  requisitos  m nimos  que  deben  cumplir  las  presentaciones,  deí  

conformidad a la Ley 19.880.

Conforme lo dispuesto en la Resoluci n indicada, todas las solicitudesó  

que se reciban deben ser remitidas al Ministerio de Econom a, Fomento yí  

Turismo, a cargo de revisar que las solicitudes contengan la informaci nó  

requerida, y pondr  en conocimiento de stas a las contrapartes empleadoraá é  

o trabajadora, para que sta formule las observaciones pertinentes, dentroé  

del plazo de 15 d as. Ese mismo Ministerio podr  solicitar informes a losí á  

Ministerios, servicios u organismos p blicos competentes en las materias queú  

motiven la causal invocada, los que ser n incorporados y tenidos a la vistaá  

para efectuar la calificaci n.ó

El medio para poner en conocimiento de las  contrapartes  no está 

normado ni en la ley ni en la resoluci n citada, no obstante, se ha estimadoó  

como medio eficaz de publicidad, atendido lo dispuesto en las normas de la 

Ley N 19.880 -especialmente en su art culo 48-, la publicaci n de un aviso° í ó  

en un diario de circulaci n nacional masivo; en el proceso del a o en cursoó ñ  

se public  el aviso en el Diario Las ltimas Noticias.ó Ú

Finalmente,  el  Ministerio  de  Econom a,  Fomento  y  Turismo debeí  

elaborar una propuesta para cada una de las solicitudes que se presenten, a 

la consideraci n de los Ministros del Trabajo y Previsi n Social y Defensaó ó  

Nacional. La resoluci n final debe ser fundada y suscrita por los respectivosó  

Ministros y publicada en el Diario Oficial.
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Alude  al  procedimiento  de  reclamaci n  judicial  de  la  calificaci nó ó  

administrativa, explicando el alcance del art culo 402 y, seguidamente, seí  

refiere la informante a los Servicios M nimos y Equipos de Emergencia.í

La instituci n de los servicios m nimos se encuentra consagrada en eló í  

art culo  359  del  C digo  del  Trabajo,  que  dispone:  "Art.  359.-Serviciosí ó  

m nimos y equipos de emergencia.í

Sin  afectar  el  derecho  a  huelga  en  su  esencia,  durante  esta  la“  

comisi n  negociadora  sindical  estar  obligada  a  proveer  el  personaló á  

destinado  a  atender  los  servicios  m nimos  estrictamente  necesarios  paraí  

proteger  los  bienes  corporales  e  instalaciones  de  la  empresa  y  prevenir  

accidentes, as  como garantizar la prestaci n de servicios de utilidad p blica,í ó ú  

la atenci n de necesidades b sicas de la poblaci n, incluidas las relacionadasó á ó  

con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la  

prevenci n  de  da os  ambientales  o  sanitarios.  En esta  determinaci n  seó ñ ó  

deber n  considerar  los  requerimientos  vinculados  con  el  tama o  yá ñ  

caracter sticas de la empresa, establecimiento o faena.í

El  personal  destinado  por  el  sindicato  a  atender  los  servicios“  

m nimos  se  conformar  con  trabajadores  involucrados  en  el  proceso  deí á  

negociaci n y recibir  el nombre de equipo de emergencia. Sus integrantesó á  

deber n percibir remuneraciones por el tiempo trabajado.á

Los servicios m nimos deber n proveerse durante el tiempo que sea“ í á  

necesario y para los fines que fueron determinados.

En el caso que el sindicato no provea el equipo de emergencia, la“  

empresa podr  adoptar las medidas necesarias  para atender los serviciosá  

m nimos, incluyendo la contrataci n de estos servicios, debiendo informarí ó  

de  ello  inmediatamente  a  la  Inspecci n  del  Trabajo,  con  el  objeto  queó  

constate este incumplimiento. Las medidas adoptadas por el empleador no  

podr n involucrar  a  un n mero superior  de trabajadores  del  equipo deá ú  

emergencia  que  no hayan  sido prove dos  por  el  sindicato,  salvo que laí  

Inspecci n del Trabajo autorice fundadamente un n mero distinto.ó ú ”

Luego efect a las siguientes apreciaciones: seg n puede desprenderseú ú  

del texto legal, la figura de los servicios m nimos en caso alguno reemplazaí  

a  la  declaraci n  de  empresas  o  corporaciones  cuyos  trabajadores/as  noó  
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pueden  ejercer  el  derecho  a  huelga  durante  el  tiempo  previsto  en  la 

legislaci n  vigente,  luego  de  terminado  el  procedimiento  administrativoó  

pertinente. M s  aun,  la  declaraci n  de  servicios  m nimos  suponeá ó í  

necesariamente  que  la  empresa  no se  encuentre  excluida  del  derecho  a 

huelga de sus trabajadores.

Por  ello,  resulta  impertinente  incorporar  la  discusi n  de  serviciosó  

m nimos dentro del contexto de una exclusi n para ejercer el derecho deí ó  

huelga.

Sin perjuicio de ello,  s lo a mayor abundamiento se refiere a estaó  

figura, indicando al efecto:

i. La discusi n de la Ley N 20.940 tuvo especial desarrollo respecto“ ó °  

a la idea de servicios m nimos, en el sentido que al existir una huelga siní  

posibilidad  de  reemplazo  de  trabajadores,  se  hac a  razonable  regular  yí  

evitar  posibles  efectos  de grave da o que una huelga  pudiere  ocasionar.ñ  

Para ello, el legislador sigui  el criterio de la Organizaci n Internacional deló ó  

Trabajo,  OIT,  con el  fin  de asegurar  que la finalidad del  proceso para 

calificarlos  tuviera como primer objetivo lograr  acuerdo entre las  partes, 

pero que,  de no producirse dicho acuerdo,  un tercero -la Direcci n deló  

Trabajo dirimiera aquellos servicios que deben prestarse por un equipo de—  

emergencia, de forma de tal de evitar las hip tesis de grave da o planteadasó ñ  

en la propia legislaci n.ó

Comenta que la premisa, origen y ratio legis de la instituci n de losó  

servicios m nimos, nicamente dice relaci n con la nueva regulaci n de laí ú ó ó  

huelga,  aplicable  a  las  empresas  que  no  se  encuentran  excluidas  de  la 

misma,  y  en  cuya  virtud  se  elimina  la  posibilidad  de  reemplazo  de  los 

trabajadores.

ii) En t rminos generales, conforme lo consagra el art culo 359 del“ é í  

C digo del Trabajo, y lo reitera el Oficio Ordinario N 5346 de 2016 de laó °  

Direcci n del Trabajo, se ha de entender por servicio m nimo:ó í

( ) aquellas funciones, tareas, procesos o reas de gesti n o servicio“ … á ó  

de una empresa que, sin menoscabar en su esencia el derecho a huelga, 

conforme al tama o y caracter sticas de la empresa, establecimiento o faena,ñ í  
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deben ser atendidas durante el desarrollo de una huelga, cuando resultan 

estrictamente necesarias para:

i.  Proteger  los  bienes  corporales  e  instalaciones  de  la  empresa  y“  

prevenir accidentes;

ii.  Garantizar  la  prestaci n  de  servicios  de  utilidad  p blica  o  la“ ó ú  

atenci n  de  necesidades  b sicas  de  la  poblaci n,  incluidas  aquellasó á ó  

relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y

iii. Garantizar la prevenci n de da os ambientales o sanitarios.“ ó ñ ”

A partir del art culo 359 del C digo del Trabajo, la Direcci n delí ó ó  

Trabajo conceptualiza tres tipos de Servicios M nimos:í

i.  De  Seguridad:  Cuyo  fundamento  es  evitar  da os,  p rdidas  o“ ñ é  

detrimentos de bienes y prevenir accidentes de personas, (corporales).

ii. De Funcionamiento: Cuyo fundamento es evitar la interrupci n de“ ó  

todo  o  parte  de  la  operaci n  de  la  empresa,  pues  podr a  afectar  laó í  

prestaci n  de  servicios  de  utilidad  p blica  o  la  atenci n  de  necesidadesó ú ó  

b sicas de la poblaci n, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad oá ó  

la salud de las personas.

iii.  Para  Prevenir  Da os  Ambientales  o  Sanitarios:  Conforme  la“ ñ  

normativa vigente.

Sumado a los criterios y clasificaciones de Servicios M nimos, a laí  

hora de evaluarlos, el art culo 359 se ala que se debe considerar adem s losí ñ á  

requerimientos vinculados con el tama o y caracter sticas particulares de lañ í  

empresa, establecimiento o faena.

 iv) Sin embargo, debe considerarse que la existencia de los servicios“  

m nimos  en  ning n  caso  est  determinada  para  otorgar  normalidad  alí ú á  

funcionamiento de una empresa, ello desde que la propia ley los restringe a 

los "servicios m nimos estrictamente necesarios."í

v) Por lo mismo, la figura del servicio m nimo no puede constituir un“ í  

equivalente  a  la  prohibici n  de  huelga,  el  que  s lo  tiene  por  finalidadó ó  

garantizar la prestaci n continua de un servicio estimado como de utilidadó  

p blica o de impedir (y no disminuir) un riesgo social.ú

vi)  En  cuanto  al  procedimiento  de  calificaci n  de  los  servicios“ ó  

m nimos,  ste  es  absolutamente  distinto  que  el  contemplado  para  laí é  
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exclusi n de una empresa del derecho a huelga de sus trabajadores, y elloó  

responde a que el prop sito de establecer los servicios m nimos es distinto aló í  

de la exclusi n de la huelga.ó

En principio y salvo controversia entre el empleador y el sindicato, no 

interviene ning n organismo p blico en la configuraci n de estos serviciosú ú ó  

m nimos.í

Esto significa que la autoridad, en este caso la Direcci n Regional deló  

Trabajo,  s lo  interviene  en  su  rol  de  dirimir  una  controversia  entreó  

privados, sin que para ello imperen criterios de inter s p blico.é ú

vii) Finalmente, reitera que la instituci n de los servicios m nimos no“ ó í  

proh be la huelga muy por el contrario supone el pleno ejercicio de dichoí  

derecho,  s lo  la  limita  de  forma  muy  restrictiva,  alcanzando  dichaó  

restricci n s lo a aquellas gestiones que impidan un grave menoscabo aló ó  

empleador,  en cuanto a las faenas,  producci n o prestaci n de servicios.ó ó  

Incluso  en  la  hip tesis  de  servicio  m nimo  de  funcionamiento,  esteó í  

funcionamiento se restringe a evitar da os en las necesidades b sicas de lañ á  

poblaci n, da o ambiental o da o sanitario.ó ñ ñ

viii)  El  C digo  del  Trabajo  tambi n  regula  los  equipos  de“ ó é  

emergencia,  entendiendo  por  tales  a  aquel  personal  involucrado  en  el 

proceso de negociaci n colectiva, destinado por el sindicato para atender losó  

servicios m nimos calificados conforme a lo determinado por acuerdo de lasí  

partes o por resoluci n de la Direcci n del Trabajo.ó ó

ix) Destaca que las funciones, tareas, procesos o reas de gesti n o“ á ó  

servicio de una empresa que hayan sido calificados como servicios m nimos,í  

solo deber n ejecutarse durante el tiempo que sea necesario y para los finesá  

que fueron determinados.

Sostiene  que  nada  m s  alejado  se  encuentra  el  tratamiento  yá  

regulaci n de los servicios m nimos y equipos de emergencia del conceptoó í  

de empresas excluidas de la huelga.

Dice  que  se  puede  concluir  que,  a  trav s  de  la  figura  delé  

establecimiento de los servicios m nimos, el legislador ha buscado protegerí  

bienes jur dicos diversos a los que protege la prohibici n contenida en elí ó  

art culo 362 y, a diferencia de lo que ocurre con la prohibici n de ejercer elí ó  
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derecho a huelga en determinadas empresas, el modelo de fijaci n de losó  

servicios m nimos s  distingue entre las funciones de los trabajadores, por loí í  

que no cabe confundir ambas figuras.

En cuanto a la  reanudaci n  de faenas  el  nuevo art culo 363 deló í  

C digo del Trabajo, introducido por la Ley 20.940, conserva gran parte deó  

la  regulaci n  anterior  del  C digo,  antiguo  art culo  385,  respecto  de  laó ó í  

llamada reanudaci n de faenas.ó

Octavo: Se ala que la reclamante  funda  su  libelo  pretensor enñ  

que  se   habr a   acogido  el   requerimiento  de  la   empresa    coní  

incumplimiento  de  lo  prescrito  en  el  art culo  19  n  2 ,  n  16 y 26  deí º º  

la Constituci n  Pol tica,   de  los  art culos  360, 361, 362, 363, 359 y 345ó í í  

del C digo del Trabajo,  los  art culos  11  inciso  2   y  41  de  la  Leyó í º  

19.880,  art culo  4   inciso 2    de  la  Resoluci n  41  emitida  por  losí º º ó  

Ministerios  de  Econom a, de  Defensa  y  del Trabajo.í

Conforme  a  lo  consignado  precedentemente  y  de  acuerdo    al 

citado texto  constitucional,  en  lo  pertinente,  se  proh be  la  huelga  ení  

tres  casos:

-A los funcionarios p blicos,ú

-A  los  trabajadores  de  corporaciones  o  empresas  que  atienden 

servicios de utilidad p blica, yú

-A trabajadores de corporaciones y empresas cuya paralizaci n causeó  

grave da o a  la  salud,  a la  econom a del  pa s,  al  abastecimiento  de  lañ í í  

poblaci n o a la seguridad nacional. ó

Para  los  dos  ltimos  casos,  la  Constituci n  mandata  a  la  ley  aú ó  

establecer los procedimientos para determinar las corporaciones o empresas 

cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a la  prohibici n  que establece  esteá ó  

inciso.

Como  primer  punto,  y  en  lo  referente  al  indicado  precepto 

constitucional  prev ,  en lo concerniente a corporaciones y empresas,  dosé  

causales independientes y no copulativas (ya referidas). 

Establece que la calificaci n acerca de la naturaleza de los serviciosó  

(utilidad p blica) o del riesgo asociado a la paralizaci n de los servicios (queú ó  

pueda causar grave da o a ciertos sectores) se realiza desde la rbita de lañ ó  
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unidad  econ mica,  organizacional  y  productiva  de  la  corporaci n  oó ó  

empresa. El texto constitucional descarta que la indicada calificaci n puedaó  

ser efectuada respecto de cada trabajador que integre una corporaci n oó  

empresa.

Tal  aspecto  resulta  claro,  desde  que  la  Constituci n  recalca  queó  

Tampoco podr n hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o“ á  

empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o funci n.ó ”

-Relacionado con el punto anterior, se concluye que la Constituci nó  

exige  que  la  individualizaci n  respecto  de  la  prohibici n  del  derecho  aó ó  

huelga se realice por corporaci n y/o empresa, y que tal individualizaci nó ó  

deba afectar a todos los trabajadores de dicha corporaci n o empresa, sinó  

exclusi n.ó

As  se  desprende  del  texto  constitucional  que  prescribe:  í La  ley“  

establecer  los  procedimientos  para  determinar  las  corporaciones  oá  

empresas  cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a  la  prohibici n  queá ó  

establece este inciso.”

-El mandato constitucional  est  redactado en t rminos imperativos,á é  

delegando  en  el  legislador  su  aplicaci n,  en  cuanto  a  establecer  losó  

procedimientos adecuados para cumplir la norma  constitucional.

-Es la propia Constituci n la que, evitando un juicio de ponderaci nó ó  

externo, establece rangos prioritarios de ciertos principios y derechos por 

sobre el ejercicio de la huelga. 

Es as  que para nuestro Constituyente, por sobre el ejercicio a huelga,í  

prima  el  concepto  de  no  afectaci n  de  servicios  de  utilidad  p blica,ó ú  

protecci n de la salud, econom a del pa s,  abastecimiento de la poblaci n yó í í ó  

seguridad nacional.

Lo  anterior  implica  que  ni  el  legislador,  ni  menos  a n  laú  

administraci n, pueden efectuar un ejercicio de ponderaci n de derechosó ó  

que  suponga  desvirtuar  el  rango  de  prioridades  establecido 

constitucionalmente.

La informante se ala que, por su parte, el art culo 19 N 19 del textoñ í °  

constitucional,  indica que la Constituci n asegura a todas las personas eló  

derecho de sindicarse en los casos y forma que se ale la ley, estableciendo,ñ  
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adem s, que la afiliaci n sindical ser  siempre voluntaria. El inciso final deá ó á  

la mencionada norma dispone que la ley contemplara los mecanismos que 

aseguren la autonom a de estas organizaciones. í

Se ha entendido que es en la libertad y autonom a sindical donde seí  

puede entender reconocido el derecho a huelga, como parte sustancial de 

dicha  libertad;  ello,  a  partir  de  la  constataci n  que  la  Constituci n  noó ó  

reconoce expl citamente dicho derecho a huelga.í

Luego, sit a el derecho a huelga en el C digo del Trabajo.ú ó

Dice  que la Ley N 20.940, que moderniza las relaciones laborales°  

incorpor , entre otras modificaciones, un Cap tulo VI al T tulo IV del Libroó í í  

IV, titulado "Derecho a huelga". En dicho cap tulo, entre los art culos 345í í  

al 358, se regula la huelga como  "un derecho de ejercicio colectivo", en 

contraposici n al texto anterior del C digo que no se refer a a ella comoó ó í  

derecho,  sino  que  se  le  abordaba  como  una  etapa  m s  dentro  delá  

procedimiento de negociaci n colectiva.ó

El nuevo marco legal, junto con consagrar la huelga como derecho, 

tambi n regula su ejercicio en el contexto de la negociaci n colectiva.é ó

Sobre las limitaciones al derecho de huelga, indica que en t rminosé  

generales  este,  en su expresi n normativa tiene manifestaciones tanto enó  

rango constitucional como legal  considerando, adem s, las modificacionesá  

introducidas por la ley N 20.940.°

No obstante, agrega, la huelga en caso alguno puede estimarse como 

un derecho absoluto, y tal como la mayor a de los derechos, est  supeditadaí á  

al  leg timo  ejercicio  de  otros  derechos  y  a  los  l mites  que  tanto  laí í  

Constituci n como la ley han establecido.ó

Es as  como la propia Constituci n establece un rango prohibitivo,í ó  

estableciendo normativamente la prevalencia de ciertos derechos e intereses 

por sobre el ejercicio de la huelga.

Refiri ndose al  marco constitucional,  se remite a lo ya dicho,  y aé  

modo de s ntesis,  se ala que el  art culo 19 N 16 de la  Constituci n noí ñ í ° ó  

consagra directamente el derecho a huelga, sino que se refiere a aquellos 

casos  en  que  se  proh be  su  ejercicio  por  parte  de  los  trabajadores/así  
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concurriendo las condiciones que establezca el legislador (inciso quinto del 

numeral 16).

El art culo 19 N 16 no consagra directamente el derecho a huelga,í °  

sino que se refiere a aquellos casos en que se proh be su ejercicio, (inciso 5í ° 

del numeral 16). En dicho precepto, el constituyente es expreso en exponer 

las situaciones en que los trabajadores, ya sea por el rol de sus labores o por 

la calidad de los servicios de las empresas en que se desempe an, no podr nñ á  

declararse en huelga. Reza el inciso 5 :  ° No podr n declararse en huelga“ á  

los  funcionarios  del  Estado ni  de las  municipalidades.  Tampoco podr ná  

hacerlo las personas que trabajen en  corporaciones o empresas, cualquiera  

que sea su naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios de utilidadó  

p blica o cuya paralizaci n cause grave da o a la salud, a la econom a delú ó ñ í  

pa s, al abastecimiento de la poblaci n o a la seguridad nacional. La leyí ó  

establecer  los  procedimientos  para  determinar  las  corporaciones  oá  

empresas  cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a  la  prohibici n  queá ó  

establece este inciso.”

La  Constituci n  se ala  los  casos  en  que  aplica  la  prohibici n,ó ñ ó  

se alando tres situaciones:ñ

-Los funcionarios del Estado y de las municipalidades.

-Los  trabajadores  de  empresas  o  corporaciones,  cualquiera  sea  su 

naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios de utilidad p blica. ó ú

-Los  trabajadores  de  empresas  y  corporaciones,  cualquiera  sea  su 

naturaleza,  finalidad o funci n, cuya paralizaci n  cause grave da o a laó ó ñ  

salud,  a la econom a del  pa s,  al  abastecimiento de la  poblaci n  o a laí í ó  

seguridad nacional.

Afirma que de las tres situaciones planteadas, la primera se refiere a 

la  condici n  propia  de  un  servicio  p blico  y  la  calidad  de  funcionarioó ú  

p blico, en el entendido que sobre l se aplica una regulaci n estatutaria yú é ó  

principios generales de la Administraci n P blica, los cuales no se  condicenó ú  

con una paralizaci n de labores; y, en las dos ltimas, alude a los serviciosó ú  

que atienda una empresa, o a los resultados da osos que pueda ocasionar lañ  

paralizaci n de estos servicios.ó
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En todos los casos, bastar  que los empleados p blicos o municipalesá ú  

tengan relaci n estatutaria con un servicio p blico, o los trabajadores tenganó ú  

una relaci n laboral con una empresa o corporaci n que tenga la calidadó ó  

prevista. Esta calidad o condici n va m s all  del rol que juegue esa personaó á á  

dentro de los procesos u org nica del servicio p blico o de la empresa oá ú  

corporaci n.ó

Respecto a la calificaci n de las empresas o corporaciones bajo estosó  

supuestos, la Constituci n entrega un mandato expreso, de que ser  la ley laó á  

que establecer  los procedimientos para su determinaci n. á ó

Asimismo, se consagra a nivel constitucional la prioridad de ciertos 

derechos e intereses por sobre el ejercicio de la huelga; prioridad que deberá 

tener  presente  todo  int rprete  de  la  ley  y  todo  an lisis  de  un  actoé á  

administrativo sustentado en el mandato constitucional y legal.

Concluye de lo anterior que la Carta Fundamental contempla una 

limitaci n  al  derecho  de  huelga  en  cuanto  a  su  ejercicio,  bajo  lasó  

consideraciones  se aladas,  entregando a una norma de rango inferior  lañ  

funci n de establecer los procesos para calificar las situaciones en que seó  

aplica tal prohibici n.ó

Al efecto, los art culos 362 y 402 del C digo del Trabajo, contemplaní ó  

un mecanismo transparente, que opera a solicitud de parte, y que permite 

apreciaciones de las partes  interesadas,  y que concede, ya habiendo sido 

publicada  la  resoluci n  respectiva,  una  acci n  y  procedimiento  deó ó  

reclamaci n  judicial,  impugnaci n  que debe someterse  a los  mandatos  yó ó  

principios previamente expuestos, por lo que no es posible sostener que la 

resoluci n impugnada es ilegal e  inconstitucional.ó

En cuanto a las limitaciones en el C digo del Trabajo, indica que aó  

nivel legal, y en plena concordancia al texto constitucional -que consagra no 

s lo prohibiciones al ejercicio de la huelga, sino derechos e intereses queó  

prevalecen por sobre ella- el C digo del Trabajo regula diversas hip tesis deó ó  

prohibici n y limitaci n al ejercicio del derecho a huelga. ó ó

La Ley N 20.940 incorpor  al C digo del Trabajo un Cap tulo VII al° ó ó í  

T tulo IV del Libro IV, titulado  í "Limitaciones al Ejercicio del Derecho a 

Huelga". En l  se conserva el  procedimiento para declarar  las  empresasé  
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cuyos trabajadores se ven afectos a la prohibici n de ejercer la huelga, comoó  

as  tambi n la potestad de decretar la reanudaci n de faenas (regulados ení é ó  

iguales  t rminos  en  los  antiguos  art culos  384  y  385  de  ese  C digo,é í ó  

respectivamente) y fijaci n de servicios m nimos y equipos de emergencia.ó í  

Desarrollando  la  prohibici n  de  ejercer  el  derecho  a  huelga,  laó  

informante indica que la norma legal reitera el mandato constitucional en 

cuanto a que no podr n declarar la huelga los trabajadores  que prestená  

servicios  en  corporaciones  o  empresas,  cualquiera  sea  su  naturaleza, 

finalidad o funci n, cuando atiendan servicios de utilidad p blica, o cuyaó ú  

paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  la  econom a  del  pa s,  aló ñ í í  

abastecimiento de la poblaci n o a la seguridad nacional. La norma legaló  

(reflejo  de  la  norma constitucional),  consagra  una  prohibici n  que tomaó  

como criterio de calificaci n la actividad de la empresa como un todo y noó  

distingue entre funciones de los trabajadores.

De las normas citadas, concluye que la mencionada calificaci n de lasó  

empresas  contempla  dos  etapas:  la  de  la  calificaci n,  de  car cteró á  

administrativa, y una eventual reclamaci n en sede  judicial.ó

Respecto del procedimiento administrativo de calificaci n, precisa queó  

el art culo 362 del C digo del Trabajo establece el procedimiento medianteí ó  

el cual se calificar n estas empresas, indicando que dicha calificaci n será ó á 

efectuada cada dos a os, dentro del mes de julio, por resoluci n conjunta deñ ó  

los Ministros del Trabajo y Previsi n Social, Defensa Nacional y Econom a,ó í  

Fomento  y  Turismo,  previa  solicitud  fundada  de  parte,  la  que  deberá 

presentarse hasta el 31 de mayo del a o respectivo.ñ

Promovida la solicitud, se pondr  en conocimiento de la contraparteá  

empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime 

pertinentes, dentro del plazo de quince d as.í

Efectuada  la  calificaci n  de  una  empresa  e  incorporada  en  laó  

resoluci n conjunta respectiva, s lo por causa sobreviniente y a solicitud deó ó  

parte, se podr  revisar su permanencia.á

La  resoluci n  deber  publicarse  en  el  Diario  Oficial  y  podr  seró á á  

reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas 

en el art culo 402 del C digo del Ramo.í ó
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Respecto del procedimiento administrativo de calificaci n, se dict  laó ó  

Resoluci n  Exenta  Triministerial  N 41  de  31  de  marzo  de  2017,  queó °  

establece  un  mecanismo  de  coordinaci n  para  la  calificaci n  de  lasó ó  

corporaciones  y  empresas  en  las  que  no  se  podr  ejercer  el  derecho  aá  

huelga, de conformidad al art culo 362 del C digo del Trabajo. La referidaí ó  

resoluci n se public  en el Diario Oficial el 1  de abril de 2017, y estableceó ó °  

que las solicitudes pueden ser presentadas  indistintamente ante el Ministerio 

del Trabajo y Previsi n Social, el de Defensa Nacional y el de Econom a,ó í  

Fomento  y  Turismo,  en  sus  respectivas  oficinas  de  partes  o  en  las 

Secretar as  Regionales  Ministeriales  correspondientes.  Tambi n contemplaí é  

los  requisitos  m nimos  que  deben  cumplir  las  presentaciones,  deí  

conformidad a la Ley 19.880.

Conforme lo dispuesto en la Resoluci n indicada, todas las solicitudesó  

que se reciban deben ser remitidas al Ministerio de Econom a, Fomento yí  

Turismo, a cargo de revisar que las solicitudes contengan la informaci nó  

requerida, y pondr  en conocimiento de stas a las contrapartes empleadoraá é  

o trabajadora, para que sta formule las observaciones pertinentes, dentroé  

del plazo de 15 d as. Ese mismo Ministerio podr  solicitar informes a losí á  

Ministerios, servicios u organismos p blicos competentes en las materias queú  

motiven la causal invocada, los que ser n incorporados y tenidos a la vistaá  

para efectuar la calificaci n.ó

El medio para poner en conocimiento de las  contrapartes  no está 

normado ni en la ley ni en la resoluci n citada, no obstante, se ha estimadoó  

como medio eficaz de publicidad, atendido lo dispuesto en las normas de la 

Ley N 19.880 -especialmente en su art culo 48-, la publicaci n de un aviso° í ó  

en un diario de circulaci n nacional masivo; en el proceso del a o en cursoó ñ  

se public  el aviso en el Diario Las ltimas Noticias.ó Ú

Finalmente,  el  Ministerio  de  Econom a,  Fomento  y  Turismo debeí  

elaborar una propuesta para cada una de las solicitudes que se presenten, a 

la consideraci n de los Ministros del Trabajo y Previsi n Social y Defensaó ó  

Nacional. La resoluci n final debe ser fundada y suscrita por los respectivosó  

Ministros y publicada en el Diario Oficial.
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Alude  al  procedimiento  de  reclamaci n  judicial  de  la  calificaci nó ó  

administrativa, explicando el alcance del art culo 402 y, seguidamente, seí  

refiere la informante a los Servicios M nimos y Equipos de Emergencia.í

La instituci n de los servicios m nimos se encuentra consagrada en eló í  

art culo  359  del  C digo  del  Trabajo,  que  dispone:  "Art.  359.-Serviciosí ó  

m nimos y equipos de emergencia.í

Sin  afectar  el  derecho  a  huelga  en  su  esencia,  durante  esta  la“  

comisi n  negociadora  sindical  estar  obligada  a  proveer  el  personaló á  

destinado  a  atender  los  servicios  m nimos  estrictamente  necesarios  paraí  

proteger  los  bienes  corporales  e  instalaciones  de  la  empresa  y  prevenir  

accidentes, as  como garantizar la prestaci n de servicios de utilidad p blica,í ó ú  

la atenci n de necesidades b sicas de la poblaci n, incluidas las relacionadasó á ó  

con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la  

prevenci n  de  da os  ambientales  o  sanitarios.  En esta  determinaci n  seó ñ ó  

deber n  considerar  los  requerimientos  vinculados  con  el  tama o  yá ñ  

caracter sticas de la empresa, establecimiento o faena.í

El  personal  destinado  por  el  sindicato  a  atender  los  servicios“  

m nimos  se  conformar  con  trabajadores  involucrados  en  el  proceso  deí á  

negociaci n y recibir  el nombre de equipo de emergencia. Sus integrantesó á  

deber n percibir remuneraciones por el tiempo trabajado.á

Los servicios m nimos deber n proveerse durante el tiempo que sea“ í á  

necesario y para los fines que fueron determinados.

En el caso que el sindicato no provea el equipo de emergencia, la“  

empresa podr  adoptar las medidas necesarias  para atender los serviciosá  

m nimos, incluyendo la contrataci n de estos servicios, debiendo informarí ó  

de  ello  inmediatamente  a  la  Inspecci n  del  Trabajo,  con  el  objeto  queó  

constate este incumplimiento. Las medidas adoptadas por el empleador no  

podr n involucrar  a  un n mero superior  de trabajadores  del  equipo deá ú  

emergencia  que  no hayan  sido prove dos  por  el  sindicato,  salvo que laí  

Inspecci n del Trabajo autorice fundadamente un n mero distinto.ó ú ”

Luego efect a las siguientes apreciaciones: seg n puede desprenderseú ú  

del texto legal, la figura de los servicios m nimos en caso alguno reemplazaí  

a  la  declaraci n  de  empresas  o  corporaciones  cuyos  trabajadores/as  noó  
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pueden  ejercer  el  derecho  a  huelga  durante  el  tiempo  previsto  en  la 

legislaci n  vigente  luego  de  terminado  el  procedimiento  administrativoó  

pertinente carecen de derecho a huelga. M s aun, la declaraci n de serviciosá ó  

m nimos supone necesariamente que la empresa no se encuentre excluidaí  

del derecho a huelga de sus trabajadores.

Por  ello,  resulta  impertinente  incorporar  la  discusi n  de  serviciosó  

m nimos dentro del contexto de una exclusi n para ejercer el derecho deí ó  

huelga.

Sin perjuicio de ello,  s lo a mayor abundamiento se refiere a estaó  

figura, indicando al efecto:

i. La discusi n de la Ley N 20.940 tuvo especial  desarrollo respectoó  

a la idea de servicios m nimos, en el sentido que al existir una huelga siní  

posibilidad  de  reemplazo  de  trabajadores,  se  hac a  razonable  regular  yí  

evitar  posibles  efectos  de grave da o que una huelga  pudiere  ocasionar.ñ  

Para ello, el legislador sigui  el criterio de la Organizaci n Internacional deló ó  

Trabajo,  OIT,  con el  fin  de asegurar  que la finalidad del  proceso para 

calificarlos  tuviera como primer objetivo lograr  acuerdo entre las  partes, 

pero que,  de no producirse dicho acuerdo,  un tercero -la Direcci n deló  

Trabajo- dirimiera aquellos servicios que deben prestarse por un equipo de 

emergencia, de forma de tal de evitar las hip tesis de grave da o planteadasó ñ  

en la propia legislaci n.ó

Comenta que la premisa, origen y ratio legis de la instituci n de losó  

servicios m nimos, nicamente dice relaci n con la nueva regulaci n de laí ú ó ó  

huelga,  aplicable  a  las  empresas  que  no  se  encuentran  excluidas  de  la 

misma,  y  en  cuya  virtud  se  elimina  la  posibilidad  de  reemplazo  de  los 

trabajadores.

ii) En t rminos generales, conforme lo consagra el art culo 359 del“ é í  

C digo del Trabajo, y lo reitera el Oficio Ordinario N 5346 de 2016 de laó °  

Direcci n del Trabajo, se ha de entender por servicio  m nimo:ó í

( ) aquellas funciones, tareas, procesos o reas de gesti n o servicio“ … á ó  

de una empresa que, sin menoscabar en su esencia el derecho a huelga, 

conforme al  tama o  y  caracter sticas  de  la   empresa,  establecimiento  oñ í  
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faena,  deben ser  atendidas  durante  el  desarrollo  de una huelga,  cuando 

resultan estrictamente necesarias para:

i.  Proteger  los  bienes  corporales  e  instalaciones  de  la  empresa  y“  

prevenir accidentes;

ii.  Garantizar  la  prestaci n  de  servicios  de  utilidad  p blica  o  la“ ó ú  

atenci n  de  necesidades  b sicas  de  la  poblaci n,  incluidas  aquellasó á ó  

relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y

iii. Garantizar la prevenci n de da os ambientales o sanitarios.  “ ó ñ ”

A partir del art culo 359 del C digo del Trabajo, la Direcci n delí ó ó  

Trabajo conceptualiza tres tipos de Servicios M nimos:í

i.  De  Seguridad:  Cuyo  fundamento  es  evitar  da os,  p rdidas  o“ ñ é  

detrimentos de bienes y prevenir accidentes de personas, (corporales).

ii. De Funcionamiento: Cuyo fundamento es evitar la interrupci n de“ ó  

todo  o  parte  de  la  operaci n  de  la  empresa,  pues  podr a  afectar  laó í  

prestaci n de servicios de utilidad p blica o la   atenci n de necesidadesó ú ó ú ó  

b sicas de la poblaci n, incluidas las relacionadas con la vida, la seguridad oá ó  

la salud de las personas. 

iii.  Para  Prevenir  Da os  Ambientales  o  Sanitarios:  Conforme  la“ ñ  

normativa vigente.

Sumado a los criterios y clasificaciones de Servicios M nimos, a laí  

hora de evaluarlos, el art culo 359 se ala que se debe considerar adem s losí ñ á  

requerimientos vinculados con el tama o y caracter sticas particulares de lañ í  

empresa, establecimiento o faena.

iii) Sin embargo, debe considerarse que la existencia de los servicios“  

m nimos  en  ning n  caso  est  determinada  para  otorgar  normalidad  alí ú á  

funcionamiento de una empresa, ello desde que la propia ley los restringe a 

los "servicios m nimos estrictamente necesarios."í

iv) Por lo mismo, la figura del servicio m nimo no puede constituir“ í  

un equivalente a la prohibici n de huelga, el que s lo tiene por finalidadó ó  

garantizar la prestaci n continua de un servicio estimado como de utilidadó  

p blica o de impedir (y no disminuir) un riesgo social.ú

v)  En  cuanto  al  procedimiento  de  calificaci n  de  los  servicios“ ó  

m nimos,  ste  es  absolutamente  distinto  que  el  contemplado  para  laí é  
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exclusi n de una empresa del derecho a huelga de sus trabajadores, y elloó  

responde a que el prop sito de establecer los servicios m nimos es distinto aló í  

de la exclusi n de la huelga.ó

En principio y salvo controversia entre el empleador y el sindicato, no 

interviene ning n organismo p blico en la configuraci n de estos serviciosú ú ó  

m nimos.í

Esto significa que la autoridad, en este caso la Direcci n Regional deló  

Trabajo,  s lo  interviene  en  su  rol  de  dirimir  una  controversia  entreó  

privados, sin que para ello imperen criterios de inter s p blico.é ú

vi) Finalmente, reitera que la instituci n de los servicios m nimos no“ ó í  

proh be la huelga -muy por el contrario, supone el pleno ejercicio de dichoí  

derecho-,  s lo  la  limita  de  forma  muy  restrictiva,  alcanzando  dichaó  

restricci n s lo a aquellas gestiones que impidan un grave menoscabo aló ó  

empleador,  en cuanto a las faenas,  producci n o prestaci n de servicios.ó ó  

Incluso  en  la  hip tesis  de  servicio  m nimo  de  funcionamiento,  esteó í  

funcionamiento se restringe a evitar da os en las necesidades b sicas de lañ á  

poblaci n, da o ambiental o da o sanitario.ó ñ ñ

vii)  El  C digo  del  Trabajo  tambi n  regula  los  equipos  de“ ó é  

emergencia,  entendiendo  por  tales  a  aquel  personal  involucrado  en  el 

proceso de negociaci n colectiva, destinado por el sindicato  para atenderó ó  

los servicios m nimos calificados conforme a lo determinado por acuerdo deí  

las partes o por resoluci n de la Direcci n del Trabajo.ó ó

viii) Destaca que las funciones, tareas, procesos o reas de gesti n o“ á ó  

servicio de una empresa que hayan sido calificados como servicios m nimos,í  

solo deber n ejecutarse durante el tiempo que sea necesario y para los finesá  

que fueron determinados.

Sostiene  que  nada  m s  alejado  se  encuentra  el  tratamiento  yá  

regulaci n de los servicios m nimos y equipos de emergencia del conceptoó í  

de empresas excluidas de la huelga 

Dice  que  se  puede  concluir  que,  a  trav s  de  la  figura  delé  

establecimiento de los servicios m nimos, el legislador ha buscado protegerí  

bienes jur dicos diversos a los que protege la prohibici n contenida en elí ó  

art culo 362 y, a diferencia de lo que ocurre con la prohibici n de ejercer elí ó  
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derecho a huelga en determinadas empresas, el modelo de fijaci n de losó  

servicios m nimos s  distingue entre las funciones de los trabajadores, por loí í  

que no cabe confundir ambas figuras.

En cuanto  a  la  reanudaci n  de  faenas,  el  nuevo art culo  363 deló í  

C digo del Trabajo, introducido por la Ley 20.940, conserva gran parte deó  

la  regulaci n  anterior  del  C digo,  antiguo  art culo  385,  respecto  de  laó ó í  

llamada reanudaci n de faenas.ó

Noveno: Que  la  informante   sostiene  que la acci n interpuestaó  

excede el mbito del reclamo.á

Comenta que conforme lo expuesto, la resoluci n exenta 173 no haceó  

m s que aplicar el texto constitucional y legal a la situaci n concreta deá ó  

cada una de las empresas excluidas del derecho a huelga.

Argumenta que la resoluci n impugnada no innova, no establece unaó  

regulaci n nueva ni consagra distinciones que no sean aquellas establecidasó  

en la propia Constituci n, en su art culo 19 N 16 y en el art culo 362 deló í ° í  

C digo del Trabajo.ó

Por  el  contrario,  dice,  es  el  reclamante  el  que,  por  la  v aí  

interpretativa, afirma que se habr a actuado fuera del marco definido ení  

dichos textos normativos, pretendiendo, err neamente, por dicha v a, excluiró í  

determinadas hip tesis reguladas en los preceptos citados. As , la reclamanteó í  

refiere que las faenas de la empresa Metrogas S.A. pueden ser desarrolladas 

por otras empresas, que la ciudadan a tiene alternativas para satisfacer susí  

necesidades de calefacci n, y como  suministro de energ a para procesosó í  

industriales  y  que  menos  podr a  causarse  graves  da os  a  la  seguridadí ñ  

nacional,  al  haberse  rechazado  la  solicitud  de  la  requirente  empresa 

Metrogas S.A. en proceso de calificaci n del art culo 362 del C digo deló í ó  

Trabajo a o 2019.ñ

A ade que conforme al tenor literal de la normativa aplicable, tantoñ  

el Texto Constitucional como el legal resultan claros en calificar los servicios 

que presta la entidad solicitante desde el punto de vista global, no se atiende 

a las funciones espec ficas que cada trabajador/a o grupo de trabajadores/así  

ejerce  al  interior  de  la  misma  empresa  o  corporaci n  para  aplicar  laó  

prohibici n temporal de su derecho a huelga.ó
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A mayor abundamiento, dice, el reclamo previsto y regulado por el 

art culo  402  del  C digo  Laboral  no  tiene  por  finalidad  otorgar  a  losí ó  

interesados  una  v a  jurisdiccional  para  obtener  un   pronunciamientoí  

declarativo-interpretativo de la respectiva Corte de Apelaciones, acerca del 

sentido y alcance del contenido de las normas constitucionales y legales ya 

referidas, o de las hip tesis abstractas que habilitan la exclusi n del ejercicioó ó  

de la  huelga para algunos trabajadores/as.  Por la v a del  procedimientoí  

consagrado  en  el  art culo  402  nicamente  se  puede  objetar  que  unaí ú  

determinada empresa o corporaci n haya sido incluida o excluida de aplicaró  

a sus trabajadores/as la prohibici n temporal  del  derecho a huelga,  conó  

fundamento en antecedentes f cticos o probatorios concretos y no por laá  

mera referencia a criterio de interpretaci n normativa, como aparece en laó  

especie.

Dado  que  el  reclamo  interpuesto  parte  de  la  premisa  de  una 

interpretaci n constitucional y legal diversa al que corresponde conforme aló  

claro tenor literal de las disposiciones referidas en autos, corresponde que se 

rechace en todas sus partes.

D cimoé :  Que  la  informante  se  refiere  a  la  LEGALIDAD  Y 

MOTIVACI N  DE  LA  RESOLUCI N  EXENTA  173,  QUEÓ Ó  

DETERMINA  LAS  EMPRESAS  Y  CORPORACIONES  QUE  SE 

ENCUENTRAN EN ALGUNOS DE LOS SUPUESTOS PREVISTOS 

POR EL ART CULO 362 DEL C DIGO DEL TRABAJO Y CUYOSÍ Ó  

TRABAJADORES/AS  NO  PODR N  DECLARAR.SE  EN  HUELGAÁ  

POR EL PLAZO LEGAL.

La emisi n de la  Resoluci n triministerial  impugnada es acorde aló ó  

marco normativo de los actos administrativos, y al principio de juridicidad 

que los regula, adecu ndose a la normativa vigente,  a la vez que resultaá á  

adecuadamente motivada, afirma.

En cuanto a la legalidad de la Resoluci n N 173, la informante se alaó ° ñ  

que  la  reclamante  la  impugna  denunciando  que  infringir a  el  Textoí  

Constitucional, la ley y los tratados internacionales.

Esta pretensi n se basa en interpretaciones erradas de: i) los art culosó í  

5 y 19 N s 16, 19 y 26 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica; ii) el° ó í ú  
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articulo 8 N 1 letra d) del Pacto Internacional de Derechos Econ micos,° ó  

Sociales y Culturales,  el art culo 22 del Pacto Internacional de Derechosí  

Civiles  y  Pol ticos  y  el  art culo  16  de  la  Convenci n  Americana  Sobreí í ó  

Derechos Humanos, y; iii) la forma en que todos estos se relacionan con el 

art culo 362 del C digo del Trabajo.í ó

Analizar , agrega, las razones por las cuales la resoluci n impugnadaá ó  

no  infringe  los  preceptos  se alados  y  por  qu  la  pretensi n  de  losñ é ó  

reclamantes debe ser rechazada por errada.

La resoluci n N 173 no infringe el art culo 19 n meros 16, 19 y 26ó ° í ú  

de  la  Constituci n  Pol tica,  afirma,  explicando  que  la  consagraci n  deló í ó  

derecho a huelga se encontrar a impl cita en el art culo 19 N s 16 y 19 deí í í °  

la Constituci n y tambi n en los Convenios N 87 y 98 de la OIT. El incisoó é °  

final del art culo 19 N 16 de la Constituci n establece las hip tesis en queí ° ó ó  

se proh be la declaraci n de huelga.í ó

Sin  embargo,  refuta,  el  an lisis  gramatical  de  esta  disposici n  esá ó  

contrario a la conclusi n que llevar a a acoger el reclamo; en cuanto a queó í  

la tesis de los reclamantes llevar a a afirmar que solo ciertos trabajadores deí  

las empresas o corporaciones que se encuentren en los supuestos previstos, 

tienen prohibici n de declarar la huelga. De la interpretaci n correcta de laó ó  

norma constitucional  se colige  que todas los  trabajadores  de empresas  o 

corporaciones  que,  sin  importar  la  naturaleza,  finalidad  o funci n  de  laó  

entidad,  atiendan servicios  de utilidad  p blica  o cuya paralizaci n  causeú ó  

grave da o a  la  salud,  a la  econom a del  pa s,  al  abastecimiento  de  lañ í í  

poblaci n o a la seguridad nacional, no podr n declararse en huelga. ó á

En el  mismo sentido,  la  Contralor a  General  de  la  Rep blica  haí ú  

interpretado  el  art culo  19  N 16  de  la  Constituci n,  en  los  dict menesí ° ó á  

N 53.479 de 2008 y 96.837 de 2015, se alando que -en este contexto- la° ñ  

calificaci n de las empresas cuyos trabajadores no podr n declarar la huelgaó á  

debe atender a la actividad que la solicitante realiza en su conjunto, y no 

nicamente  a  una  unidad  o  rea  de  ella  o  a  un  grupo  espec fico  deú á í  

trabajadores.

Por otro lado, dice, la idea de que  "en lo espec fico del derecho aí  

huelga, la Constituci n Pol tica de la Rep blica no faculta al legislador paraó í ú  
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regularlo ni limitarlo" (Sentencia de la Corte Suprema de 29 de enero de 

2015,  Causa  Ingreso  N  10.444-2014)  no  es  problem tica  respecto  al° á  

art culo 362 del C digo del Trabajo. Esto, porque dicho art culo materializaí ó í  

el mandato constitucional contenido en el inciso final del art culo 19 N 16í °  

de la Constituci n, que dispone que ó "La ley establecer  los procedimientosá  

para determinar las corporaciones o empresas cuyos trabajadores estar ná  

sometidos a la prohibici n que establece este inciso".ó  

Por estas razones, las supuestas infracciones al art culo 19 N 16 de laí °  

Constituci n que contendr a la resoluci n N 173 no son tales, toda vez queó í ó °  

la norma constitucional: i) se refiere a todas las personas que trabajen en las 

entidades que califiquen en una de las situaciones del art culo, y no a uní  

grupo de ellos, y; ii) el art culo 362 del C digo del Trabajo establece elí ó  

procedimiento para la aplicaci n de la prohibici n, en concordancia con eló ó  

mandato constitucional del inciso final del articulo 19 N 16, y la resoluci n° ó  

impugnada es la materializaci n de este procedimiento.ó

Respecto  a  la  supuesta  infracci n  al  art culo  19  N 19  de  laó í °  

Constituci n,  se  debe  tener  en  cuenta  que  el  derecho  a  sindicarse  estó á 

garantizado por dicho art culo  í "en los casos y formas que se ale la ley".ñ  

Esto implica que si la propia ley -por mandato de la Constituci n-, estableceó  

que existen empresas en las cuales los trabajadores no pueden ejercer el 

derecho a huelga, se debe entender que la libertad sindical no se puede 

infringir con la aplicaci n de esta prohibici n, que est  incluida dentro deó ó á  

los casos y formas que prev  la ley para el derecho a sindicarse. é

Dicha  prohibici n  est  en  perfecta  armon a  con  el  principio  deó á í  

legalidad establecido en los art culos 6  y 7  de la Carta Fundamental.í ° °

Se ala que la limitaci n impuesta a la huelga por el inciso final delñ ó  

art culo  19  N 16,  tiene  como  contrapeso  el  procedimiento  de  arbitrajeí °  

obligatorio para la negociaci n colectiva, establecido en el art culo 386 deló í  

C digo del Trabajo. Este procedimiento, en concordancia con el est ndaró á  

de la OIT, opera como mecanismo de compensaci n a la restricci n deló ó  

derecho  a  huelga,  que  protege  y  garantiza  la  libertad  sindical  de  los 

trabajadores de las empresas contempladas en la resoluci n impugnada.ó

X
D

X
V

Q
Q

X
X

X
S



55

Expresa que por lo se alado, no existe tampoco infracci n al art culoñ ó í  

19 N 26 de la Constituci n, desde que los derechos consagrados en el N 16° ó °  

del art culo 19 de la Carta Fundamental no se ven  afectados en su esencia,í  

ni  se  les  impone condiciones,  tributos  o requisitos  que impidan su libre 

ejercicio con la resoluci n impugnada, por cuanto la propia Constituci n yó ó  

el mandato legal imponen la limitaci n a la huelga, siendo dicha resoluci nó ó  

una mera aplicaci n de estos mandatos. ó

En el mismo sentido la libertad sindical consagrada en el N 19 del°  

art culo  19  de  la  Constituci n  no  se  ve  afectada  por  la  resoluci ní ó ó  

impugnada en la forma a que se refiere el N 26 del mismo art culo. El° í  

ejercicio  de  este  derecho,  en  la  forma  que  est  consagradoá  

constitucionalmente,  es  -por  un  lado-  compatible  con  la  prohibici n  deló  

inciso final del art culo 19 N 16, y por otro tiene garantizada su efectividadí °  

a pesar de la prohibici n, por el arbitraje obligatorio previsto en el art culoó í  

386 del C digo del Trabajo.ó

A todo  lo  se alado  agrega  que  es  deber  del  Estado  proteger  losñ  

derechos fundamentales de la poblaci n.  ó

Es sabido que el art culo 19 de la Constituci n Pol tica consagra uní ó í  

listado de derechos  fundamentales  que deben ser respetados por nuestro 

ordenamiento jur dico. í

Abrazando la idea de un Estado social, dicha norma supone que tales 

derechos deben ser respetados tanto como por el Estado como por toda la 

sociedad, para lo cual se deben crear las condiciones materiales para que la 

poblaci n pueda desarrollarse en un ambiente en el cual se garanticen y seó  

respeten dichos derechos fundamentales.

Estos derechos fundamentales no deben solo ser asegurados desde una 

perspectiva meramente formal, sino que en especial en su aspecto material, 

es decir, deben ser asegurados, respetados, promovidos y garantizados por 

los ordenamientos jur dicos a nivel nacional, supranacional e internacional.í

De  esta  forma,  el  ejercicio  de  la  huelga  nicamente  puedeú  

materializarse en la medida que sea compatible con el resto de las garant así  

constitucionales que el Estado debe resguardar, teniendo presente el inter sé  

de la sociedad en su conjunto, en particular resguardando y protegiendo el 
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derecho que le asiste de recibir  los servicios necesarios  e imprescindibles 

para  su  seguridad,  salud,  y  utilidad  p blica  en  general,  lo  que  es  unaú  

obligaci n del Estado en pos del bien com n.ó ú

Finalmente, dice, a la tem tica de la constitucionalidad debe agregará  

que en la controversia planteada se deben considerar otros aspectos propios 

de la  funci n  del  Estado,  como lo es,  la  servicialidad  del  Estado en laó  

provisi n de servicios  de utilidad p blica.ó ú

El art culo 1  inciso 3  de la Constituci n Pol tica establece que í ° ° ó í "El 

Estado est  al servicio de la persona humana y su finalidad es promover elá  

bien com n, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones socialesú  

que  permitan  a  todos  a  cada  uno  de  los  integrantes  de  la  comunidad  

nacional  su  mayor  realizaci n  espiritual  y  material  posible,  con  plenoó  

respeto a los derechos y garant as que esta Constituci n establece."í ó

Luego, el inciso 4  se ala que  ° ñ "Es deber del Estado resguardar la  

seguridad nacional, dar protecci n a la poblaci n y a la familia, propenderó ó  

al fortalecimiento de sta, promover la integraci n arm nica de todos losé ó ó  

sectores de la Naci n y asegurar el derecho de las personas a participar conó  

igualdad de oportunidades en la vida nacional."

Seg n la doctrina y la jurisprudencia, la norma citada contempla elú  

llamado principio de servicialidad del Estado, el cual ha sido definido como 

"un deber jur dico que la Constituci n impone al Estado, en raz n de suí ó ó  

finalidad y del car cter accidental e instrumental que posee, concebido steá é  

-adem s- de un modo espec fico, como medio de perfeccionamiento de lasá í  

personas", lo cual significa que el actor primordial de la vida en sociedad 

ser a la persona humana, y que el Estado, dentro de toda su actividad, debeí  

actuar en beneficio de ella.  Es decir,  "el  Estado ha sido creado para el  

hombre y no ste para el Estado."é

Lo anterior importa que es deber del Estado proteger a la poblaci n,ó  

y asegurar la existencia de las condiciones materiales para que estas puedan 

desarrollarse  y vivir  de forma plena,  con total  respeto a sus  derechos y 

garant as fundamentales.í

Para  permitir  el  desarrollo  ntegro  de  la  poblaci n,  requiere  unaí ó  

provisi n  ntegra y eficaz de ciertos servicios de utilidad p blica, sean o noó í ú  
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prestados  directa  o  indirectamente  por  los  rganos  que  componen  laó  

Administraci n P blica, y que se estiman necesarios para su subsistencia oó ú  

normal convivencia de los ciudadanos.

Por ello, en atenci n al principio de servicialidad consagrado en laó  

Constituci n Pol tica, el Estado es responsable de que estos servicios b sicosó í á  

est n al alcance material de todas las personas. é

En este  contexto,  el  desarrollo  de  servicios  p blicos  o  que  tienenú  

incidencia en la utilidad p blica en nuestro pa s por parte de privados tieneú í  

varias consecuencias. Por una parte, el privado que desarrolla esta actividad 

econ mica tiene variados beneficios: en muchos casos el Estado le asegura eló  

desarrollo  de  esta  actividad  en  un  marco  de  monopolio  natural  que  el 

mismo Estado regula a trav s de normas legales ad hoc,  en el cual no tieneé  

reales competidores y, adem s, al tratarse de bienes b sicos necesarios paraá á  

la subsistencia de la poblaci n, el concesionario se asegura de un mercadoó  

con constante demanda de sus servicios.

A ade que por otra parte, la provisi n de estos servicios p blicos oñ ó ú  

servicios de utilidad p blica tambi n supone determinados deberes para lasú é  

empresas o corporaciones que los proveen. Por nombrar algunos, se exige 

un deber de regularidad y continuidad en su prestaci n, lo cual quiere deciró  

que el privado debe asegurarse que el servicio se otorgue de forma continua, 

regular, e ininterrumpida, pues su interrupci n podr a causar graves da os aó í ñ  

la sociedad, o la fijaci n de tarifas o f rmulas para fijar su valor.ó ó

Asimismo, tambi n se le exige al prestador un deber de universalidadé  

en la prestaci n, lo cual significa que la empresa privada que brinda unó  

servicio p blico o de utilidad p blica debe otorgarlo a toda la poblaci n, sinú ú ó  

discriminaci n, y adem s, un deber de regularidad en el servicio, lo cual leó á  

exige ciertos est ndares de calidad.á

En  conclusi n,  dice,  en  base  a  los  principios  de  servicialidad  deló  

Estado, finalmente es ste el  responsable  de la  provisi n de los  serviciosé ó  

p blicos b sicos para la salud, el abastecimiento y la seguridad nacional deú á  

la poblaci n y la econom a del pa s.ó í í

Und cimoé : Que la  informante  sostiene   que  la  resoluci n  n 173ó º  

se  encuentra  acorde   con  el  art culo  4    del  Convenio  98  de  laí º  
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OIT,   y  al respecto  se ala   que   los Convenios y Recomendaciones deñ  

la Organizaci n Internacional  del  Trabajo solo han regulado de maneraó  

impl cita el derecho a huelga, principalmente los Convenios N 87 de 1948,í °  

sobre libertad sindical y protecci n al derecho de sindicaci n, y N 98 deó ó °  

1949,  sobre  el  derecho  de  sindicaci n  y  de  negociaci n  colectiva.  Enó ó  

consecuencia,  los  est ndares  de  la  OIT  en  la  materia  se  han  idoá  

construyendo en torno a  los  principios  y  decisiones  que emanan de sus 

rganos de control: el Comit  de Libertad Sindical (CLS) y la Comisi n deó é ó  

Expertos en Aplicaci n de Convenios y Recomendaciones (CEACR). ó

Si bien no hay duda de que para la OIT "el derecho de huelga es  

corolario indisociable del derecho de sindicaci n protegido por el Convenioó  

n m. 87"ú , esto no implica que la limitaci n al derecho a huelga a que seó  

refiere la resoluci n impugnada vulnere el art culo 4 del Convenio N 98.ó í °  

Por  el  contrario,  la  OIT  considera  que  "El  derecho  de  huelga  puede 

limitarse o prohibirse: (...) 2) en los servicios esenciales en el sentido estricto  

del t rmino es decir, aquellos servicios cuya interrupci n podr a poner ené ó í  

peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona en toda o parte de la  

poblaci n".ó  Lo que subyace a este criterio es la idea de que la satisfacci nó  

de los derechos fundamentales que tienen como inter s jur dico protegido aé í  

la vida, la seguridad y la salud de las personas es m s importante que laá  

satisfacci n del inter s jur dico protegido por el derecho a huelga, raz n poró é í ó  

la cual el ejercicio de este ltimo puede verse limitado cuando amenace aú  

los primeros.

Agrega  que  es  claro  que  la  propia  OIT,  bajo  determinados 

par metros, permite la prohibici n absoluta del derecho a huelga dentro deá ó  

una empresa.

Por  lo  dem s,  impugnar  la  resoluci n  recurrida  por  la  solaá ó  

contravenci n a est ndares del derecho internacional, conlleva contrariar eló á  

mandato constitucional y legal que permite prohibir la huelga, materia que 

supera los l mites competenciales de la reclamaci n, seg n lo argumentado.í ó ú

Duod cimoé : Que la informante sostiene que la resoluci n N 173 noó °  

infringe el art culo 362 del C digo del Trabajo.í ó
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Expresa que dicha resoluci n no infringe el art culo 362 del C digoó í ó  

Laboral,  en cuanto cumple con los  requisitos  que dicha norma exige y, 

adem s,  su  procedimiento  responde a  las  normas  generales  de los  actosá  

administrativos.

El primer inciso del art culo 18 de la ley N 19.880, que establece lasí °  

bases  de  los  procedimientos  administrativos  que  rigen  los  actos  de  los 

rganos de la administraci n del  estado (LBPA), define el  procedimientoó ó  

administrativo  y  consagra  tres  etapas  o  fases  dentro  del  mismo:  la  de 

iniciaci n, la de instrucci n y la de finalizaci n. ó ó ó

La  resoluci n  administrativa  impugnada  se  ubica  en  la  etapa  deó  

finalizaci n  del  procedimiento  desarrollado,  y  corresponde  a  laó  

manifestaci n  material  de  la  voluntad  org nica  administrativa  que  poneó á  

t rmino al procedimiento y decide las cuestiones que han sido planteadasé  

por  los  interesados  durante  su  tramitaci n.  Esto  no  significa  que  laó  

resoluci n  producto  del  procedimiento  administrativo  deba  conteneró  

referencias  obligatorias  a  todos  los  antecedentes,  comunicaciones, 

presentaciones, que hayan formado parte de ste. Es el expediente, el queé  

-en concordancia con el inciso tercero del art culo 18 de la LBPA- debeí  

contener el conjunto de antecedentes,  actuaciones y documentos que sirven 

de fundamento a la dictaci n del acto final, ya que ese es el instrumentoó  

t cnico  que  informa  el  proceso  decisorio  que  tiene  como  prop sito  elé ó  

procedimiento administrativo.

En base  a  lo  anterior  se  puede concluir  que  la  supuesta  falta  de 

motivaci n en la resoluci n impugnada no es tal. La motivaci n de un actoó ó ó  

administrativo,  seg n  Berm dez,  ú ú consiste  en  la  exteriorizaci n  de  las“ ó  

razones que han llevado a la Administraci n P blica a dictar un acto. Conó ú  

sucinta  referencia  a  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho.  Estos  

normalmente  se  encuentran  rese ados  en  los  considerandos  del  actoñ  

administrativo en particular.” De esto se colige que la obligaci n de motivaró  

las resoluciones administrativas no implica el desarrollo expl cito o extensoí  

de cada pieza del expediente, sino que se cumple con la referencia a los 

fundamentos  de  hecho  y  derecho  que  -desde  el  expediente-  sirven  de 
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fundamento  al  acto,  como ocurre  de  sobra en el  caso de  la  resoluci nó  

N 173. °

As , el acto impugnado no puede considerarse en infracci n de losí ó  

primeros  dos  incisos  del  art culo  362  del  C digo  del  Trabajo  en  loí ó  

concerniente a los requisitos que establece la LBPA. 

D cimo  Terceroé :  Que  la  informante  a ade  que  la  resoluci nñ ó  

N 173 no infringe el articulo 8 N 1) letra d) del Pacto Internacional de° °  

Derechos  Econ micos,  Sociales  y  Culturales,  el  art culo  22  del  Pactoó í  

Internacional  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos,  el  art culo  16  de  laí í  

Convenci n Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San Jos  deó é  

Costa Rica), ni el art culo 5  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica. í ° ó í ú

El  art culo  8  N 1)  letra  d)  del  Pacto  Internacional  de  Derechosí °  

Econ micos,  Sociales  y  Culturales  establece  que  los  Estados  partes  deló  

mismo se  comprometen  a  garantizar  el  derecho  de  huelga,  ejercido  de 

conformidad con las leyes de cada pa s. El literal d) de la misma norma -ení  

armon a con el art culo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles yí í  

Pol ticos,  y el  art culo  16 de la  Convenci n Americana Sobre Derechosí í ó  

Humanos-  garantiza  adem s  el  ejercicio  de  la  libertad  sindical,  con  lasá  

limitaciones que prescriba la  ley  y que sean necesarias  en una sociedad 

democr tica en inter s de la seguridad nacional, de la seguridad p blica oá é ú  

del  orden  p blico,  o  para  proteger  la  salud  o  la  moral  p blicas  o  losú ú  

derechos y libertades de los dem s. Estas hip tesis son incluso m s ampliasá ó á  

que las prescritas en la Constituci n.ó

Expresa que en atenci n a la pretensi n de los reclamantes de que laó ó  

resoluci n N 173 infringe los preceptos de Derecho Internacional aludidos,ó °  

recuerda que sta -como ya se ha dicho- solo materializa lo dispuesto en elé  

art culo 362 del C digo Laboral, que a su vez es la expresi n legislativaí ó ó  

directa del mandato constitucional contenido en el art culo 19 N 16 de laí °  

Constituci n. Por lo tanto, no se puede considerar que la prohibici n deó ó  

declarar la huelga para los trabajadores de las empresas que figuran en la 

resoluci n  impugnada  provenga  de  este  acto  administrativo,  sino  queó  

proviene del precepto constitucional, art culo 19 N 16 y de su interpretaci ní ° ó  

arm nica con los numerales 19 y 26 del mismo.ó
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A ade que siguiendo la tesis de que el art culo 5  de la Constituci nñ í ° ó  

implica  la  incorporaci n  a  la  Carta  Fundamental  de  aquellos  tratadosó  

internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, se debe 

tener en cuenta lo dispuesto en el art culo 30 de la  Convenci n Americanaí ó  

sobre Derechos Humanos, la cual establece un requisito b sico que debená  

tener  las  limitaciones  a  los  derechos:  Las  restricciones  permitidas,  de“  

acuerdo  con  esta  Convenci n,  al  goce  y  ejercicio  de  los  derechos  yó  

libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme  

a leyes que se dictaren por razones de inter s general y con el prop sitoé ó  

para el cual han sido establecidas.”

Esta lectura hace compatible la prohibici n del ejercicio del derecho aó  

huelga, prevista en el inciso final el art culo 19 N 16 de la Constituci n, coní ° ó  

los  compromisos  internacionales  suscritos  por  nuestro  pa s,  porque  elí  

razonamiento  detr s  de  la  prohibici n  es  la  protecci n  de  los  bienesá ó ó  

jur dicos de mayor importancia en relaci n al inter s general.í ó é

D cimo cuartoé : Que, a continuaci n, la informante afirma que LAó  

RESOLUCI N  N 173,  DE 2019  SE  ENCUENTRA  DEBIDAMENTEÓ °  

FUNDADA.

Precisa que un aspecto crucial que sustenta la reclamaci n de autosó  

dice relaci n con la falta de motivaci n que tendr a la resoluci n N 173,ó ó í ó °  

pues  la  autoridad  no  tendr a  fundamentos  para  calificar  a  la  empresaí  

Metrogas S.A., ya que seg n detalla, no cumple con los requisitos m nimosú í  

para ello.

En orden a desestimar dicha afirmaci n, expresa que el citado acto seó  

apega al principio de legalidad y la exigencia de motivaci n de los actosó  

administrativos.

En  lo  que  concierne  al  principio  de  legalidad  se  remite  a  lo 

expresado,  y  concluir  que  la  autoridad  requerida  actu  dentro  de  susó  

competencias y conforme al procedimiento legalmente previsto. 

Establecido lo anterior, y desde la rbita de la motivaci n del acto laó ó  

Administraci n, al decidir a trav s de un acto administrativo terminal, debeó é  

considerar los hechos del caso concreto con la normativa aplicable, evitando 
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que  la  decisi n  se  transforme  en  un  proceso  autom tico  y  exento  deó á  

deliberaci n.ó

Bajo esta perspectiva y reconociendo la exigencia de la motivaci n enó  

el acto administrativo, estima fundamental distinguir que tal requerimiento 

no  significa  que  la  resoluci n  que  es  producto  del  procedimientoó  

administrativo, definido y regulado, en lo esencial, en el art culo 18 de laí  

Ley  N 19.880,  deba  contener  referencias  obligatorias  a  todos  los°  

antecedentes, comunicaciones y presentaciones que hayan formado parte del 

procedimiento,  pues  ello  restar  a  valor  al   expediente   administrativo y 

reducir a todo el procedimiento administrativo al acto terminal.í

Dice  que  revisar  como  el  Ministerio  de  Econom a,  Fomento  yá í  

Turismo,  dio  cumplimiento  a  cada  uno  de  los  requisitos  que  se ala  elñ  

art culo  362  del  C digo  del  Trabajo  en  relaci n  a  la  solicitud  de  lasí ó ó  

empresas que alegaron estar en algunas de las situaciones descritas por la ley 

para los efectos de ser excluidas de la huelga, escuchando a sus contrapartes 

respecto de las circunstancias de hecho y derecho que fundamentaron su 

oposici n; y, por ltimo, requiriendo la opini n de los organismo t cnicosó ú ó é  

con facultades en los sectores productivos donde se desarrollan las empresas.

Como expresi n del an lisis realizado por la autoridad, destaca que seó á  

presentaron  95  solicitudes  de  empresas  para  ser  incluidas  en  el  listado, 

siendo aprobadas s lo 72 y 22 rechazadas. Dicho dato da cuenta que laó  

autoridad no realiz  una calificaci n autom tica de las empresas, sino que, aó ó á  

la luz del expediente conformado por la solicitud de la empresa, la respuesta 

de las contrapartes y los informes t cnicos requeridos, tom  una decisi né ó ó  

razonada y motivada.

D cimo  quintoé :  Que  la  informante  hace  una  descripci n  deló  

procedimiento de calificaci n, e indica que seg n el art culo 362 del C digoó ú í ó  

del Trabajo, la calificaci n de las empresas se efectuar  cada dos a os, en eló á ñ  

mes  de  mayo.   En  cumplimiento  de  ello,  el  Ministerio  de  Econom a,í  

Fomento y Turismo y los Ministerios de Trabajo y Defensa, recibieron las 

solicitudes  de  las  empresas  que  alegaban  encontrarse  en  alguna  de  las 

situaciones descritas por la ley.
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La empresa Metrogas S.A.,  el  31 de mayo de 2019,  solicit  a losó  

Ministerios  de  Econom a,  Fomento  y  Turismo,  del  Trabajo  y  Previsi ní ó  

Social y de Defensa Nacional, que fuera declarada empresa que cumpl a losí  

supuestos del mencionado art culo 362 del C digo del Trabajo, fundando suí ó  

requerimiento en que la empresa es de las que presta servicios de utilidad 

p blica y que una eventual paralizaci n de sus servicios causar a un graveú ó í  

da o a la econom a del pa s. ñ í í

Luego relata los antecedentes en que sustenta su petici n, se alandoó ñ  

que presta servicios que dicen relaci n directa con la utilidad p blica, yaó ú  

que el servicio de distribuci n de gas que presta tiene la calidad de servicioó  

p blico de conformidad con el D.F.L. N 323 de 1931, del Ministerio delú °  

Interior, Ley de Servicios de Gas.

Expone  algunas  consecuencias  que,  a  su  parecer  tendr a  unaí  

paralizaci n de sus faenas:ó

-Que  la  paralizaci n  de  los  servicios  de  Metrogas  S.A.  tendr aó í  

consecuencias para la salud de la poblaci n en raz n de sus necesidades deó ó  

higiene;

-Se generar a una afectaci n a la salud de las personas en relaci n aí ó ó  

sus necesidades b sicas de alimentaci n; á ó

-Que se afectar a seriamente a la poblaci n en sus necesidades b sicasí ó á  

de calefacci n;ó

-Asimismo, que los establecimientos que tienen a su cargo la salud 

p blica  y  privada  como  el  cuidado  de  personas  est n  abastecidas  porú á  

Metrogas S.A.;

-Existir a un peligro para la salud de las personas debido a la falta deí  

servicios de mantenci n de odorizaci n y atenci n de emergencias;ó ó ó

-Que se causar a un grave da o a la econom a nacional;í ñ í

-La  paralizaci n  de  la  empresa  podr a  causar  graves  da os  a  laó í ñ  

seguridad nacional y al abastecimiento de la poblaci n;ó

Finalmente,  hace  presente  que  en  el  proceso  de  calificaci n  deló  

art culo 362 del C digo del Trabajo llevado a cabo durante el a o 2017, lasí ó ñ  

circunstancias  son las  mismas a las  actualmente existentes,  toda vez que 

Metrogas S.A., que mantiene su giro de origen (distribuci n de gas natural),ó  
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sus  reas  de  concesi n  contin an  siendo  las  mismas  y  que  durante  elá ó ú  

proceso  de  reclamaci n  judicial  efectuado  por  el  Sindicato  N 1  deó °  

Trabajadores de Metrogas S.A., en causa ingreso Corte de Apelaciones de 

Santiago  Rol  N 1690-2017,  fue  rechazado  el  reclamo  deducido  por  el°  

organismo  sindical  se alado,  por  id nticas  razones  que  se  tuvieron  enñ é  

consideraci n  al  momento  de  dictarse  por  los  Ministerios  de  Econom a,ó í  

Fomento y Turismo, Defensa Nacional y del Trabajo y Previsi n Social, laó  

Resoluci n  Exenta  Triministerial  N 133  de  2017  y  que,  frente  al  falloó °  

adverso  a  las  pretensiones  de  la  reclamante,  sta  interpuso  recurso  deé  

casaci n en el fondo ante la Corte Suprema, Rol N 4171-2019, el que fueó °  

declarado inadmisible con fecha 1 de agosto de 2019.

Los d as 19 y 26 de junio, y 5 de julio, el Ministerio de Econom a,í í  

Fomento y Turismo realiz  insertos en el diario Las ltimas Noticias, dondeó Ú  

se incluy  el listado de las empresas que hab an solicitado ser incluidas en laó í  

resoluci n  de empresas  cuyos trabajadores  est n  excluidos del  derecho aó á  

huelga,  con  la  finalidad  de  poner  en  conocimiento  a  las  contrapartes 

trabajadoras  de  las  empresas  solicitantes  para  que  formularan  las 

observaciones  que  estimaren  pertinentes.  Los  Ministerios  competentes  en 

esta  materia,  recibieron  descargos  por  parte  del  Sindicato  N 1  de°  

Trabajadores de la empresa Metrogas S.A., contra la solicitud presentada 

por la empresa.

El 29 de julio de 2019, en respuesta al Oficio N 5.677, de 2019, del°  

Ministro de Econom a, Fomento y Turismo, el Secretario Ejecutivo de laí  

Comisi n Nacional de Energ a, mediante Oficio Ordinario N 499, de 2019,ó í °  

se al  que:  ñ ó "El  D.F.L.  N 323  de  1931,  del  Ministerio  del  Interior,  en°  

adelante la Ley o Ley de Servicios de Gas, define en el numeral 9 de su  

art culo 2  el servicio p blico de distribuci n como "el suministro de gasí ° ú ó  

que  una  empresa  concesionaria  de  distribuci n  efect e  a  clientes  oó ú  

consumidores  ubicados  en  sus  zonas  de  concesi n,  o  bien  a  clientes  oó  

consumidores  ubicados  fuera  de  dichas  zonas  que  se  conecten  a  las  

instalaciones de distribuci n de la concesionaria mediante redes propias oó  

de terceros". Adem s se se ala en su art culo 7  que las concesiones deá ñ í °  
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servicio p blico de distribuci n de gas de red y las de transporte de gasú ó  

ser n otorgadas por decreto supremo del Ministerio de Energ a. á í

Respecto  de  las  empresas  que  operan  una  concesi n  de  servicioó  

p blico  de  distribuci n  de  gas  y  que  han  solicitado  al  Ministerio  deú ó  

Econom a, Fomento y Turismo formar parte del listado de empresas cuyosí  

trabajadores no pueden declarar la huelga, se ala que estas empresas, por elñ  

principio de seguridad y continuidad del  suministro se alado en la Ley,ñ  

deben permanecer en el listado toda vez que los clientes o consumidores de  

estas  empresas  no tienen alternativas   inmediatas  que permitan paliar  o  

sustituir su consumo ante una eventual interrupci n. Este mismo principioó  

se espec fica en el Decreto 67, del Reglamento de Servicios de Gas,  deí  

2004,  del  Ministerio  de  Econom a,  Fomento  y Reconstrucci n,  en  cuyoí ó  

art culo 64 se establece que "Las concesionarias deber n suministrar gas aí á  

los consumidores de manera continua e ininterrumpida".

Por  lo  anteriormente  expuesto,  las  empresas  que  se  indican  a  

continuaci n  deben  permanecer  en  el  listado  de  empresas  cuyosó  

trabajadores no pueden declarar el derecho a huelga: a) Intergas S.A.; b)  

Gas Sur S.A.; c) METROGAS S.A.; y d) Empresas Gasco S.A. (unidad de  

negocio Gasco Magallanes)."

A ade  que  Gasco  S.A.  es  una  empresa  que  presta  servicio  deñ  

utilidad   p blica  consistente  en  abastecimiento de  gas  natural en  todaú  

la  regi n  de  Magallanes  y en  la  Ant rtica  Chilena,  comprendiendo lasó á  

3   principales  ciudades  de  la   regi n   citada:  Punta   Arenas,   Puertoó  

Natales y Tierra  del  Fuego   y adem s  comercializa  gas  licuado   en  lasá  

cuatro   provincias  en  la  regi n  de  Magallanes y  desde  el  a o  1981ó ñ  

la  empresa  Gasco  S.A (Magallanes)  es  titular de  la  concesi n  deó  

servicio  p blico de  distribuci n  de  gas  natural  en  la  Regi n  deú ó ó  

Magallanes  y  que  cabe  en la  definici n  de  empresa  concesionarioó  

seg n  lo  estipulado  en  el DFL 323  de  1931,  Ley  de  Servicios  deú  

Gas, modificada  por  Ley  n 20.999.º

Gasco S.A.   en  la  regi n de  Magallanes  distribuy   424 millonesó ó  

de  metros  c bicos  de  gas natural  durante  el  a o  2018  y tuvo  ventasú ñ  

de  gas  licuado por  3.256  toneladas en  las  provincias  de  Magallanes,  
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Tierra  del Fuego, Ultima  Esperanza y Ant rtica  Chilena.  Actualmenteá  

cuenta  con  58.870 clientes  de  gas  natural  y  1.460  kms.  de  redes  de 

distribuci n  y  es  la  nica  empresa  distribuidora  de  gas  natural  en  laó ú  

Regi n  de  Magallanes  y  es  el prestador  exclusivo  de  los  serviciosó  

descritos   en   dichas   regiones,   constituyendo   de   esta   forma   un 

monopolio   para   sus   habitantes,   quienes   no  podr an   obtener  losí  

servicios  que entrega  Gasco de  otras  empresas.

D cimo  sexto:é    Se ala  la  informante  que  la Empresa  Gascoñ  

S.A   fue incluida  en  el  ltimo  listado  de  empresas   sin  derecho  aú  

huelga  durante  el  bienio  anterior,  mediante  resoluci n  Exenta n  133ó º  

de  2017.  En  dicho  proceso  el  sindicato  recurrente  dedujo  acci n  deó  

reclamaci n  conforme  al  art culo  402  del  C digo  del  Trabajo  anteó í ó  

la  Corte  de  Apelaciones  en  causa  rol 1690-2017,  solicitando  la 

exclusi n  de  la  empresa  del  listado,  acci n  que  fue  rechazada,ó ó  

sentencia  que  fue  recurrida  de  casaci n  ante  la  Corte  Suprema,ó  

recurso  que  fue  declarado  inadmisible  en  agosto  de  2019.

D cimo  s pt imoé é :  Que  la  informante  aborda  EL  SUPUESTO 

PERJUICIO  A  LA  RECLAMANTE,  expresando  que  la  reclamante 

considera que la prohibici n de ejercicio del derecho a declarar la huelgaó  

que afecta a sus afiliados -a trav s de la resoluci n N 173 de 2019, y ené ó °  

virtud de lo dispuesto en el art culo 362 del C digo del Trabajo, en relaci ní ó ó  

con el inciso final del art culo 19 N 16 de la Constituci n- les perjudica porí ° ó  

dejarlos en una situaci n de desventaja frente al empleador en los conflictosó  

colectivos, al no poder presionarlo por esta v a.í

Este perjuicio no es tal, ya que la prohibici n de ejercer el derecho aó  

huelga es debidamente compensada con la imposici n del procedimiento deó  

arbitraje  obligatorio  y  gratuito  para  los  trabajadores,  contemplado  en el 

art culo 386 del C digo del Trabajo para los conflictos colectivos que se dení ó  

en empresas cuyos trabajadores se encuentren afectos a dicha limitaci n.ó  

Esto se encuentra en concordancia  con los  est ndares  de la  OIT en laá  

materia, seg n los cuales -cuando el derecho a huelga ha sido limitado deú  

esta forma- los trabajadores deben contar con las garant as adecuadas queí  

compensen esta  situaci n  a  trav s  de  ó é procedimientos  de  conciliaci n  y“ ó  
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arbitraje adecuados, imparciales y r pidos en que los interesados puedaná  

participar en todas las etapas, y en los que los laudos dictados deber an serí  

aplicados por completo y r pidamenteá . Por lo  dem s, la Recomendaci ná ó  

N 92, de 1951, de la OIT, a que aluden los reclamantes, no rechaza este°  

tipo de mecanismos de compensaci n a la prohibici n de la declaraci n deó ó ó  

huelga y, de hecho, versa sobre la conciliaci n y el arbitraje voluntarios,ó  

siendo sus disposiciones ajenas a las materias en comento.

Reitera  que  -como  se  ha  se alado  a  lo  largo  del  informe-  lañ  

prohibici n del derecho a huelga en los supuestos del art culo 19 N 16 de laó í °  

Constituci n,  encuentra  su  causa  en  que la  satisfacci n  de  los  derechosó ó  

fundamentales  que  tienen  como  inter s  jur dico  protegido  a  la  vida,  laé í  

seguridad y la  salud de las  personas debe preceder  a la  satisfacci n  deló  

inter s jur dico protegido por el derecho a huelga. De esta forma, como, ené í  

el caso de la empresa de la que los reclamantes son  trabajadores, se verifica 

la hip tesis prevista por la Constituci n, entonces se justifica la prohibici nó ó ó  

de declarar la huelga a la que estos est n sujetos.á

D cimo  octavoé : Que, exponiendo sus conclusiones, la informante 

indica que por lo expuesto, el reclamo de autos no puede prosperar, por 

cuanto ha quedado de manifiesto:

-La huelga se encuentra regulada constitucionalmente en el art culoí  

19 N 16, en el cual se declara la prohibici n para ejercer la huelga, donde° ó  

se se alan tres hip tesis, destacando que en las ltimas dos lo central es elñ ó ú  

servicio que realice la empresa o corporaci n.ó

-El mandato constitucional  se articula en el  C digo del  Trabajo aó  

trav s del art culo 362, el que regula el procedimiento de calificaci n deé í ó  

aquellas empresas que pudiesen caber en las hip tesis anteriores.ó

-Esta calificaci n se refiere a la actividad de la empresa, y los criteriosó  

usados por la Constituci n y replicados en el texto legal. ó

-El procedimiento de calificaci n lo regula el art culo 362 del CT yó í  

sus  responsables  son  los  Ministerios  de  Econom a,  Fomento  y  Turismo,í  

Trabajo  y  Previsi n  Social  y  Defensa  Nacional  quienes  dictaron  laó  

Resoluci n objeto de esta reclamaci n.ó ó
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-Cumpliendo fielmente el  procedimiento legalmente establecido,  los 

Ministerios  han  ejercido  su  potestad  tras  evaluar  exhaustivamente  las 

solicitudes presentadas al 31 de mayo, y dictaron la Resoluci n en la que seó  

indica  aquellas  empresas  y  corporaciones  que  quedan  afectadas  por  el 

pr ximo bienio con la prohibici n del ejercicio del derecho a huelga a losó ó  

trabajadores que en ellas prestan servicios.

-Dicha  resoluci n  se  encuentra  fundada  profusamente  en  susó  

considerandos, cumpliendo los requisitos  de todo acto administrativo.

-Los trabajadores que prestan servicios en estas empresas no han visto 

conculcada su libertad sindical, sino solo se encuentra limitado su derecho a 

huelga de conformidad al mandato constitucional y en consonancia con los 

tratados internacionales y pronunciamientos de los rganos internacionalesó  

facultados para interpretar dichos tratados.

-Asimismo, como compensaci n por esta limitaci n, el ordenamientoó ó  

jur dico laboral les otorga una herramienta til, expedita y gratuita, como esí ú  

el  arbitraje  obligatorio,  que  permite  proteger  eficazmente  el  derecho  a 

negociar colectivamente.

-Que el acto impugnado no innova en cuanto a la determinaci n deó  

las causales aplicadas para la exclusi n del derecho a huelga de la empresaó  

y trabajadores afectados.

Por ltimo, pide tener por informado el reclamo de autos, por parteú  

de los Ministros de Econom a, Fomento y Turismo, del Trabajo y Previsi ní ó  

Social y de Defensa Nacional, sobre la base de los argumentos expuestos en 

lo principal de su escrito y rechazar en todas sus partes.

D cimo  novenoé :   Por   resoluci n  de   21  de noviembre  deó  

2019   se  provey   presentaci n  de  Gasco  S.A,  se  tuvo   por  evacuadoó ó  

el  informe   y  se  recibi   la  reclamaci n  a  prueba  fij ndose  eló ó á  

siguiente  punto:

Efectividad   que  los   trabajadores   del   reclamante   Sindicato 

Interempresa Compa a  de  Consumidores  de  Gas  de  Santiago  S.A.,ñí  

empresas  filiales,   afines   y   otras,   ejecutan   labores   que   implican 

directamente la  atenci n  de   servicios   de   utilidad  p blica  o  cuyaó ú  
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paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  la  econom a  del  pa s,ó ñ í í  

al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridad  p blica.  ó ú

El  auto  de  prueba  fue  repuesto,  quedando finalmente como  se 

lee  de  la  resoluci n  de cuatro  de  diciembre  de  2019ó

El  13   de  diciembre  se  rindi   la  prueba  testifical, empezandoó  

por  Gasco  S.A,  declarando  en primer  lugar  don  Jos   lamos  Olivos,é Á  

quien  refiere:   que  todo  el   personal del   Sindicato  trabaja en  la 

Empresa  Gasco  Magallanes  la  que  presta  un  servicio  de utilidad 

p blica  esencial  de  sobrevivencia,  dado  que  al  no  tener  este  servicioú  

los  pueblos  de  Magallanes,  Porvenir  y  Natales  no  contar an  con  unaí  

fuente  de  calefacci n,  lo  grave  de  una  paralizaci n  de  este  servicioó ó  

es  que  no  tiene  sustituto   que  lo  pueda reemplazar  provoc ndose  uná  

caos  social  y  econ mico.  Repreguntado,  se ala  que Gasco  Magallanesó ñ  

presta  el  servicio  de distribuci n  de  gas  a  trav s de  un  monopolioó é  

natural,  lo  que  significa  que  es  el  nico  prestador  de  la  zona.ú

Se  retira   a  la otra  testigo que  compareci  a  la  audiencia, do aó ñ  

Francisca  Morales  Villarroel.

Enseguida  se  presenta  el  testigo  por  el  Consejo  de  Defensa  del 

Estado,  don   Jos   Ruiz  Fern ndez,  quien  refiere  que  s ,  es  unaé á í  

empresa  de  servicio  p blico y  su  paralizaci n  afecta  a  la  poblaci n,ú ó ó  

a la  actividad  econ mica  y  donde  se  encuentra  emplazada  susó  

servicios  de  gas  y  redes.  Luego  explica  lo  que  significar a   laí  

interrupci n  del  servicio  de  gas  para  la  regi n  de  Magallanes,  aludeó ó  

al  impacto  y  las  consecuencias  econ micas  para la poblaci n,  losó ó  

costos  de  calefacci n  y  dem s  usos  dom sticos.ó á é

Se  agreg   a  los  autos  el  informe  solicitado   al  Sr.  Ministro deó  

Econom a   sobre  la  importancia de  la continuidad  de  la prestaci n  deí ó  

los  servicios de  electricidad  y  gas  a  la  poblaci n  y  los  posiblesó  

efectos  que  podr a  ocasionar  la  paralizaci n  tras  la  declaraci n  deí ó ó  

huelga  de  sus  trabajadores, resaltando que   las   labores  que  ejecutan 

los  trabajadores  de  la  empresa  son  de  utilidad  p blica  y  cuyaú  

paralizaci n    causar a  graves  da os   a  la  salud,  la  econom a  deló í ñ í  

pa s, el  abastecimiento  de  la  poblaci n  y  la  seguridad  p blica.í ó ú
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Se   agregaron   documentos  a  los  autos,  entre  ellos  la  Memoria 

Anual  de  Gasco  S.A.  acompa ado  por  el  Sindicato  reclamante.ñ

Se  hizo  parte  como  tercero  coadyuvante  Fentagras.

Se  agregaron  informes  evacuados  por  la Superintendencia  de 

Electricidad  y  Combustibles  y  por  el Coordinador  El ctrico  Nacional.é

Se  hizo  parte  como  tercero  coadyuvante  Metrogas,  quien  alegó 

en  la  vista  de  la  causa  en  esa  calidad.

Se  agregaron  a  los  antecedentes  presentaci n  de  Metrogas    eó  

Informe  de  Gasco  S.A.

Vig s imo:é    Que  el   Sindicato  Interempresa    Nacional  de 

Trabajadores  de  la  Compa a  de  Consumidores  de  Gas  de  Santiago,ñí  

empresas  filiales   afines  y  otras,  ha  interpuesto  ante  esta  Corte  una 

reclamaci n   para   impugnar   la   Resoluci n   Exenta  n  172,  (173)ó ó º  

publicada  en  el  Diario Oficial  el  29  de  agosto  de  2019,  la  cual 

incluye  a  Empresas  Gasco  S.A  y  Metrogas S.A.   dentro  de  las 

empresas  cuyos  trabajadores  no  podr n  ejercer  el  derecho  a  huelgaá  

durante  el  bienio  2019-2021.

Vig s imo  primeroé :   Que,  conforme  a  los  antecedentes   que 

obran  en  autos,  cabe  indicar  que  ya  anteriormente  esta  Corte  emitió 

pronunciamiento   en   esta   misma   materia   y   en   una   primera 

aproximaci n  al   problema  habr a   que   se alar   que  si  no  hanó í ñ  

cambiado  las  circunstancias que motivaron lo resuelto anteriormente, la 

situaci n sigue siendo la misma, entonces no existir a raz n alguna para queó í ó  

ahora en un segundo intento por discutir un problema ya zanjado por esta 

misma Corte, se resuelva de modo distinto. 

De otro lado, cabe se alar que la situaci n debatida es por entero unañ ó  

cuesti n de derecho m s que de hechos. Incluso, se podr a se alar que seó á í ñ  

trata de una cuesti n de sentido com n, por lo que la prueba rendida noó ú  

pareciera tener mayor relevancia. 

Los  servicios  b sicos:  energ a  el ctrica  o  electricidad,  com nmenteá í é ú  

nombrada luz  no obstante ser sus alcances mayores, agua potable y gas“ ”  

son eso, servicios que b sicamente debe recibir la poblaci n de un pa s, y laá ó í  

falta  de  cualquiera  de  ellos,  sea  en  un  domicilio  particular,  sea  en  un 
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establecimiento  educacional,  en  instituciones  p blicas,  en  un  edificio  deú  

departamentos, de oficinas, o en todos ellos a la vez, provoca problemas de 

todos conocidos y la falta en cuanto a su entrega a la poblaci n, que seó  

produce  con  cierta  habitualidad  por  razones  diversas,  normalmente 

cat strofes naturales, provoca situaciones de gravedad que todos han debidoá  

sufrir m s de alguna vez en su vida. Recu rdense los cortes de suministrosá é  

de uno u otros, a ra z de terremotos, temporales,  inundaciones, aluviones.í  

Si a ello se suma la posibilidad de huelga de los trabajadores de alguna de 

las empresas concesionarias, se llega a un panorama preocupante.

As  entonces es dable afirmar, a n por una persona poco conocedoraí ú  

de  la  materia,  que  no solo  son servicios  b sicos,  sino  que son serviciosá  

estrat gicos en toda naci n. De all  que no pueden ser interrumpidos, o m sé ó í á  

bien, no deban ser interrumpidos. 

Vig s imo  segundoé : Que lo expuesto precedentemente es recogido 

por la legislaci n en forma muy clara y precisa. En efecto, el art culo 19 deó í  

la Constituci n, dispone en su ltimo inciso:  ó ú 16 .- No podr n declararse“ ° á  

en huelga los funcionarios del Estado ni de las municipalidades. Tampoco  

podr n hacerlo  las  personas  que  trabajen  en  corporaciones  o  empresas,á  

cualquiera sea su naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios deó  

utilidad  p blica  o  cuya  paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  laú ó ñ  

econom a del  pa s,  al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridadí í ó  

nacional.  La  ley  establecer  los  procedimientos  para  determinar  lasá  

corporaciones  o  empresas  cuyos  trabajadores  estar n  sometidos  a  laá  

prohibici n que establece este inciso.ó ”

El actual C digo del Trabajo, en su Cap tulo VII del T tulo IV deló í í  

Libro IV, titula "Limitaciones al ejercicio del derecho a huelga". 

El art culo 362 se ala:  í ñ Art. 362. Determinaci n de las empresas en“ ó  

las que no se podr  ejercer el derecho a huelga. No podr n declarar laá á  

huelga los trabajadores que presten servicios en corporaciones o empresas,  

cualquiera sea su naturaleza, finalidad o funci n, que atiendan servicios deó  

utilidad  p blica  o  cuya  paralizaci n  cause  grave  da o  a  la  salud,  a  laú ó ñ  

econom a del  pa s,  al  abastecimiento  de  la  poblaci n  o  a  la  seguridadí í ó  

nacional.
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La  calificaci n  de  encontrarse  la  empresa  en  alguna  de  las“ ó  

situaciones se aladas en este art culo ser  efectuada cada dos a os, dentroñ í á ñ  

del mes de julio, por resoluci n conjunta de los Ministros del Trabajo yó  

Previsi n Social, Defensa Nacional y Econom a, Fomento y Turismo, previaó í  

solicitud fundada de parte, la que deber  presentarse hasta el 31 de mayoá  

del a o respectivo.ñ

Promovida la solicitud, se pondr  en conocimiento de la contraparte“ á  

empleadora o trabajadora para que formule las observaciones que estime  

pertinentes, dentro del plazo de quince d as.í

Efectuada  la  calificaci n  de  una  empresa  e  incorporada  en  la“ ó  

resoluci n conjunta respectiva, s lo por causa sobreviniente y a solicitud deó ó  

parte, se podr a revisar su permanencia.í

La resoluci n deber  publicarse  en el  Diario Oficial  y podr  ser“ ó á á  

reclamada ante la Corte de Apelaciones de acuerdo a las reglas establecidas 

en el art culo 402.í ”

Vig s imo terceroé :     Que  conforme  a  la  normativa  aplicable, 

las  funciones  que  desempe an  los  trabajadores  de  Gasco  S.A  yñ  

filiales, en  este  caso Regi n  de  Magallanes, califican  en  casi  todas  lasó  

eventualidades  que  permiten  la  limitaci n  al  derecho  de  huelga,  puesó  

se  trata  de trabajadores    que atienden  un servicio  de  utilidad  p blicaú  

y  cuya  paralizaci n puede  ocasionar  grave  da o  a  la  salud,  econom aó ñ í  

del  pa s  y  especialmente  abastecimiento  de  la  poblaci n  de  uní ó  

elemento  tan  vital    para  el   normal   desarrollo de las   actividades 

cotidianas de  los  habitantes  de la  zona.

En rigor esta clase de servicios de utilidad p blica, incluido el de gas,ú  

es de aquellos que debiera distribuir el propio Estado en empresas estatales. 

Sin embargo, lo que se ha hecho es concesionar los servicios a empresas 

particulares  y  en  esa  eventualidad  los  trabajadores  del  sector  que  se 

desempe an en las empresas concesionarias, pasan a ocupar el lugar queñ  

deber an tener funcionarios de la Administraci n del Estado, los cuales noí ó  

pueden llevar a cabo huelgas, seg n el propio texto del N 16 del art culo 19ú ° í  

de  la  Carta  Fundamental,  de  modo  que  esto  constituye  un  argumento 

adicional para reforzar la circunstancia de que los empleados de la empresa 
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de que se trata, agrupados en el Sindicato N 1, que sirven un servicio de°  

utilidad p blica, no puedan disponer la huelga, tal como lo ha dispuesto laú  

Resoluci n Exenta N 173, de 31 de julio del a o 2019, impugnada. ó ° ñ

Vig s imo  cuartoé :    Que  cabe   se alar,  que   las   alegacionesñ  

principales   de  la  reclamante  son  de orden  formal  en  cuanto  a  que  

la  resoluci n  exenta  atacada,   carecer a de  motivaci n  suficiente,  loó í ó  

que  no  es  efectivo   pues basta una somera lectura para advertir que se 

trata de una alegaci n  sin fundamento, ya que en sus 46 considerandosó  

aborda la situaci n de todas las empresas solicitantes en el  procedimientoó  

previo al  reclamo,  dedicando las  argumentaciones  correspondientes  a las 

empresas de gas.

La resoluci n dedica dos motivos a esta materia, del siguiente tenor:ó

Considerando  23 :  Que,  sobre  las  solicitudes  presentadas  por° “  

empresas  de  servicios  de  gas  y  combustibles,  es  dable  considerar,  en  

t rminos generales, que tanto la ley del ramo, contenida  en el decreto coné  

fuerza  de  ley  N 323,  de  1931,  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad°  

P blica, que los regula, como el decreto N 67, de 2004, del Ministerio deú °  

Econom a, Fomento y Turismo, que contiene el Reglamento de Servicios deí  

Gas a Red, garantizan el suministro y la calidad del servicio que se entrega  

a los usuarios y consumidores en general, a trav s de una serie de reglas yé  

medidas  (dictamen N 98.667,  de 2014,  de la  Contralor a General  de la° í  

Rep blica). En su T tulo II, la mencionada legislaci n especial regula lasú í ó  

concesiones  de  servicio  p blico  de  distribuci n  de  gas  y  de  redes  deú ó  

transporte de gas y define, en el numeral 9 del art culo 2, al servicio p blicoí ú  

de  distribuci n  de  gas  como  "el  suministro  de  gas  que  una  empresaó  

concesionaria de distribuci n efect e a clientes o consumidores ubicados enó ú  

sus zonas de concesi n, o bien a clientes o consumidores ubicados fuera deó  

dichas  zonas  que  se  conecten  a  las  instalaciones  de  distribuci n  de  laó  

concesionaria  mediante  redes  propias  o  de terceros".  Ahora  bien,  en el  

presente procedimiento han presentado solicitud para ser calificadas como 

empresas estrat gicas diversas empresas que ya obtuvieron tal declaraci né ó  

en el proceso verificado el a o 2017, por tratarse de servicios de utilidadñ  

p blica. Ahora bien, dos de ellas merecen especial menci n en el presenteú ó  
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acto administrativo: Sociedad de Inversiones de Aviaci n Limitada (SIAV) yó  

Sociedad Nacional de Oleoductos S.A. (Sonacol).”

Y el  Considerando  26 :  ° Que  lo  razonado  en  los  considerandos“  

precedentes, fundamenta la resoluci n que se adoptar  en el presente acto,ó á  

acogiendo  las  solicitudes  de  todas  aquellas  empresas  que,  seg n  losú  

antecedentes aportados a este procedimiento, prestan servicios de utilidad  

p blica en el mbito sanitario, de distribuci n y transmisi n o transporte deú á ó ó  

energ a el ctrica,  de gas y de combustibles,  calific ndolas  conforme a loí é á  

dispuesto en el art culo 362 del C digo del Trabajo, en el sentido de limitarí ó  

transitoriamente el derecho a huelga de sus trabajadores.”

Se trata  de  una  fundamentaci n  suficiente,  que  satisface  cualquieró  

est ndar en la materia. Ahora, que el reclamante cree que debiera tenerá  

otros fundamentos, ello es una opini n personal que esta Corte, por cierto,ó  

no comparte. 

Vig s imo  quintoé :    Que  existen  otras  argumentaciones  en  el 

reclamo  entablado,  como  falta  de  hechos  en  la  resoluci n,  lo  cual  esó  

igualmente intrascendente, pues la determinaci n es casi exclusivamente deó  

derecho y los datos b sicos consisten en la circunstancia de que Gasco S.A.á  

distribuye gas tanto a nivel residencial o domiciliario, como en instituciones 

que  incluyen  a  colegios,  comunidades  de  edificios,  reparticiones  p blicasú  

incluidas  las  de la  Defensa Nacional  y el  Orden P blico,  con una cifraú  

cercana a medio mill n  de clientes.  La distribuci n se hace a trav s  deó ó é  

ca er as, de manera que no es sustituible para los clientes, en caso de faltañ í  

de suministro.

Las dem s alegaciones, como aquellas de que la empresa Gasco S.A.á  

no produce el gas sino que lo distribuye, que utiliza a contratistas para sus 

funciones, los que s  tendr an derecho a huelga, lo cierto es que no resistení í  

mayor an lisis. En efecto, est  claro que Gasco S.A. solo distribuye el gas,á á  

pero  forma  parte  de  la  cadena  de  abastecimiento  que  incluye  diversas 

secciones,  una  de  las  cuales  es  la  producci n  y  otra  muy  diversa,  laó  

distribuci n final, pero si se corta una de ellas, el efecto es que la clientelaó  

no recibir  el producto esencial.á
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De  otro  lado,  la  situaci n  de  los  trabajadores  de  las  empresasó  

contratistas  no tiene  vinculaci n  con la  de  los  que  forman  el  Sindicatoó  

reclamante,  pues  a  falta  de  alguno,  la  empresa  podr  buscar  otrosá  

contratistas.

Relativo  a  la  bater a  de  normas  constitucionales,  legales  yí  

reglamentarias que se dicen infraccionadas, lo cierto es que ellas no lo est n,á  

pues la resoluci n se ajusta perfectamente a lo b sico, que son las normasó á  

que se mencionaron previamente en esta sentencia.

Asimismo, y como lo hace presente la parte reclamada a trav s delé  

Consejo de Defensa del Estado, si bien es cierto la huelga es un mecanismo 

de presi n en caso de conflicto entre los trabajadores y la empresa del queó  

se priva a los  primeros,  stos  cuentan con el  instituto jur dico a que seé í  

refiere el art culo 386 del C digo del Trabajo, de manera que no quedan ení ó  

la indefensi n en caso del referido conflicto.ó

Vig s imo  sextoé :  Que,  finalmente,  pareciera  ser  de  importancia 

visualizar los efectos que provoca la falta del suministro de gas sea a nivel 

domiciliario,  a  empresas  de  todo  orden,  sean  p blicas  o  privadas,ú  

consecuencias  que van desde cuestiones  que tienen que ver con el  aseo 

personal  e  higiene  en   general,  como  la  preparaci n  de  alimentos,ó  

calefacci n, todos los cuales son de vital importancia para la poblaci n yó ó  

para el normal y correcto desempe o de entidades p blicas o privadas.ñ ú

Por estas razones es que el reclamo en examen no puede prosperar, 

debiendo ser desestimado.

Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en los art 

culos 19 N 16 de la  Constituci n Pol tica de la  Rep blica, 362 y 402 deló í ú  

C digo del  Trabajo,  DFL 323 de 1931,  del  Ministerio del Interior,  queó  

regula los  Servicios de Gas  y Decreto N 67 de 2004,  del  Ministerio de°  

Econom a, Fomento y Turismo, que contiene el Reglamento de Servicios deí  

Gas, se declara que se  rechaza el reclamo deducido por el Sindicato N 1°  

de Empresa Metrogas S.A. contra la Resoluci n Exenta N 173, de 31 deó °  

julio de 2019, err neamente signada 172 en dicho reclamo, dictada por losó  

Ministros  del  Trabajo  y  Previsi n  Social,  de  Defensa  Nacional  y  deó  

Econom a Fomento y Turismo que incluye a la empresa Metrogas S.A. ení  
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el listado de aquellas que se encuentran en algunos de los supuestos del 

art culo  362  del  C digo  del  Trabajo,  prohibi ndole  a  sus  trabajadoresí ó é  

ejercer el derecho a huelga.

Reg strese, comun quese y arch vese.í í í

Redact  la fiscal judicial se ora Clara Carrasco Andonie.ó ñ

Rol N 2.758-2019.-°
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Pronunciado por la Décima Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Dobra Lusic N., Alejandro

Madrid C. y Fiscal Judicial Clara Isabel Carrasco A. Santiago, cuatro de agosto de dos mil veinte.

En Santiago, a cuatro de agosto de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 05 de abril de 2020, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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